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Introducción 
 
La temática del desarrollo sustentable y la mitigación del cambio climático en América Latina 
es un tema que va en alza. El concepto de desarrollo sustentable proviene de la Comisión 
Brundtland (1987) y se define como “desarrollo que cumple las necesidades del presente sin 
comprometer la habilidad de las futuras generaciones en cumplir sus propias necesidades” 
(WCED, 1987: 41). El desarrollo sustentable es considerado por formuladores de políticas 
públicas como un objetivo en la planificación, desarrollo y operación a día a día de las ciudades 
(Abdón et al., 2011; De La Maza, C. et al., 2013; OECD/CEPAL, 2016). La carencia de 
medidas de sustentabilidad urbana y el crecimiento desmesurado de las grandes urbes generan 
consecuencias negativas como la contaminación atmosférica (Banco Mundial, 2016; 
OECD/CEPAL, 2016). Este tipo de contaminación suele venir de las industrias, el transporte, 
las residencias privadas, entre otros (Moya et al., 2016). 
 
Es por tal motivo que es necesario llevar a cabo estudios de casos para conocer cuáles son las 
medidas de desarrollo sustentable y sustentabilidad urbana que ciertos países utilizan para 
prevenir y descontaminar sus grandes ciudades. Un ejemplo de tal caso es cómo el gobierno de 
Chile ha implementado medidas para prevenir y descontaminar Santiago. Santiago es la ciudad 
más grande del país y concentra la mayor cantidad de población. En esta ciudad, el nivel actual 
de material particulado menor de 2.5 micrones (MP2,5) sobrepasa los estándares nacionales e 
internacionales (CONAMA, 2010; OECD/CEPAL, 2016; Ragsdale et al., 2013). En 1989, 
hubo más de cien episodios de alerta ambiental en la Región Metropolitana (CONAMA, 2010). 
Esto ha llevado desde la perspectiva de la política pública a crear el Plan de Prevención y 
Descontaminación Urbana (PPDA) para la Región Metropolitana (RM). El PPDA para la RM 
se implementó por primera vez en 1998 y desde entonces se ha adaptado continuamente a 
medida que la ciudad crece (BCN, 2018g).  
 
Este estudio propone analizar el PPDA y específicamente el nexo entre el Ministerio del Medio 
Ambiente de Chile y los diversos agentes involucrados en la aplicación de este plan con el fin 
de analizar el grado de autonomía del Ministerio en relación con el concepto de autonomía 
enraizada (embedded autonomy), lo que permitirá observar la relación entre comunidad y 
autoridad ambiental. La autonomía enraizada se define como “grupo de lazos sociales que une 
el Estado con la sociedad y provee canales institucionales para la continua negociación y 
renegociación de metas y políticas”1 (Evans, 1995: 12). A través de la aplicación de este 
concepto a este estudio de caso, se podrá observar si el Ministerio de Medio Ambiente tiene 
una burocracia eficiente y una estructura robusta interna y la capacidad de relacionarse con las 
empresas y la sociedad a través de canales institucionalizados con el objetivo de prevenir y 
descontaminar la RM (ibíd.).  
 
                                                        
1 Tanto esta traducción como las demás que se incluyen en esta tesis han sido elaboradas por la autora. 
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Es relevante estudiar este caso por varios motivos. Primero, la Región Metropolitana de 
Santiago de Chile será afectado por el cambio climático (Banco Mundial, 2016; Krellenberg et 
al., 2013; Martínez et al., 2016; MINAGRI, 2016; Pino et al., 2015; OECD/CEPAL, 2016). 
Probablemente, este desafío reducirá la capacidad del gobierno en la implementación de esta 
política pública (PPDA), por lo que es recomendable crear literatura que promueva soluciones 
alternativas para los formuladores de políticas públicas. Segundo, dado que las políticas 
públicas no son creadas en un vacío (Howlett et al., 2009), es interesante conocer en qué 
medida los gremios del sector productivo (industrias, transporte, metalúrgicas, entre otros), las 
PYMES (pequeñas y medianas empresas), la sociedad civil y los diferentes organismos del 
Estado se involucran en el PPDA para la RM utilizando la teoría de autonomía enraizada. Esta 
política pública tiene una antigüedad de dos décadas, consecuentemente, una investigación 
desde esta perspectiva llenaría un vacío existente en la literatura académica, lo que permitiría 
estudios comparativos en el área. Interesa también analizar qué tipo de canales de 
comunicación y participación existen entre los formuladores de política pública y los agentes 
participantes en el marco de esta política pública.  
 
El objetivo central de esta tesis es investigar cuáles son los canales de comunicación y 
participación existentes entre el Ministerio de Medio Ambiente y los agentes sociales 
implicados en el marco del PPDA para la RM. La pregunta central es: ¿qué canales de 
comunicación y participación existen entre el Ministerio de Medio Ambiente y los agentes 
participantes en el marco del diseño, implementación y evaluación del PPDA para la RM? De 
esta pregunta, se desprenden tres preguntas específicas que se responderán en el capítulo tres: 
1. ¿Qué tipo de medios de comunicaciones existen entre el Ministerio del Medio 
Ambiente y la sociedad civil?  
2. ¿Qué factores inciden para que la sociedad civil exija al Ministerio de Medio Ambiente 
que el PPDA para la RM sea eficiente y eficaz? 
3. ¿La cultura tecnocrática chilena afecta la autonomía del Ministerio de Medio Ambiente 
para diseñar, implementar y evaluar el PPDA para la RM?  
 
La hipótesis central es: debido a los intereses de los gremios y las agendas de distintos 
ministerios, existen canales más efectivos de comunicación entre estos y el Ministerio del 
Medio Ambiente en comparación con la comunicación entre el Ministerio y las ONG, la 
Academia y la sociedad civil. 
 
Para responder la pregunta central y las tres preguntas específicas de la investigación, se 
llevaron a cabo un total de 20 entrevistas de formato semi-estructuradas, 1 entrevista de 
formato estructurada y dos correspondencias personales.  Se entrevistaron a 10 académicos y 
a 14 individuos que pertenecen al área de la política medioambiental. Se llevará a cabo un 
análisis de contenido, específicamente un análisis bibliográfico de fuentes secundarias 
relacionadas al Plan de Prevención y Descontaminación Urbana de la Región Metropolitana. 
Además, se utilizará un análisis de contenido, específicamente un análisis bibliográfico de 
publicaciones académicas y gubernamentales.  
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La estructura de esta tesis parte por esta introducción, seguido por tres capítulos. El primer 
capítulo se titula “desarrollo sustentable, ciudadanía y expertos en la formulación de políticas 
publicas: una revisión teórica” donde se presentará en tres secciones sobre qué es la 
participación ciudadana y por qué es relevante para el buen funcionamiento de los gobiernos, 
luego se explicará cual es el rol de la ciudadanía en la formulación de políticas públicas y cual 
es el rol de la academia en la formulación de políticas públicas. El segundo capítulo es titulado 
“la formulación de políticas públicas de desarrollo sustentable para el PPDA para la RM”. Este 
capítulo está dividido en tres secciones: primero se estudia sobre el auge de las políticas 
públicas de desarrollo sustentable en Chile, luego se narra sobre la formación de la 
institucionalidad medioambiental chilena a partir de la Agenda 21 y después se finaliza con un 
análisis del auge de la participación ciudadana chilena en movimientos sociales, 
específicamente en temáticas ambientales. El tercer capítulo se titula “desorganización: 
liderazgo, coordinación y recursos”. Este capítulo utilizará la información de las entrevistas y 
de los documentos oficiales para analizar en profundidad sobre el PPDA para la RM y sus tres 
falencias. Primero, se estudia la ontología de esta política pública y su evolución histórica. 
Luego, se analiza sobre el funcionamiento del plan y la presencia de la autonomía enraizada en 
el Ministerio de Medio Ambiente. Finalmente, se escribirá sobre la ausencia de la sociedad 
civil en el plan y cuáles podrían ser los motivos de aquellos.  Se finaliza esta tesis con una 
conclusión, donde se establece si las hipótesis de esta tesis se cumplen, se responde la pregunta 
de investigación y se proponen estudios a futuro.  Después de la conclusión, se anexa la 
bibliografía y un apéndice. 
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Capítulo 1 
Desarrollo sustentable, ciudadanía y expertise en la formulación de 
políticas públicas: una revisión teórica 
 
Este primer capítulo tiene tres secciones para llevar a cabo un análisis exhaustivo con respecto 
al debate académico sobre el rol de la formación de políticas públicas de desarrollo sustentable 
y el rol de la ciudadanía y los expertos en ella.  En la primera sección, se elabora sobre quienes 
participan en la construcción de políticas públicas de desarrollo sustentable.  En la segunda 
sección, se desarrolla sobre el rol de la ciudadanía en la formación de políticas públicas de 
desarrollo sustentable y por qué es significativo para la democracia su participación.  En la 
tercera sección, se narra sobre el rol de los académicos en la formación de políticas públicas 
de desarrollo sustentable y por qué las sugerencias que ellos otorgan pueden afectar el proceso 
de tomas de decisiones llevado a cabo por los formuladores de políticas públicas. 
 
1.1 La formulación de políticas públicas de desarrollo sustentable en las grandes ciudades 
Existe un gran debate académico sobre la importancia del desarrollo sustentable y su 
implicación en la formación de políticas públicas. En este marco teórico, se estudiará 
específicamente una parte de este debate: quienes toman las decisiones en política. Se justifica 
esta acción con el fin de alcanzar eficiencia académica y porque es un tema muy amplio. En 
consecuencia, se utilizará como conceptualización de desarrollo sustentable la definición 
otorgada por la Comisión Brundtland de 1987 como el “desarrollo que cumple las necesidades 
del presente sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones en cumplir sus propias 
necesidades” (WCED, 1987: 41). En general, hay numerosos actores que pueden participar en 
el proceso de política pública como los políticos electos, la burocracia estatal, el público, las 
organizaciones de la sociedad civil, los partidos políticos, los grupos de interés, los grupos de 
presión, las empresas, los centros de investigación, los medios de comunicación, los 
consultores, la academia, las ONG (Banco Mundial, 2017b, Howlett et al., 2009; OECD, 
2018a).  
 
Dentro de este gran número de actores, hay discrepancias sobre el rol de la ciudadanía en la 
formulación de políticas públicas. En primer lugar, para hablar sobre el rol de la ciudadanía, se 
debe explayar qué es participación ciudadana. No hay un acuerdo en la academia sobre qué es 
la participación ciudadana. Además, Verba, Nie y Kim (1978) indican la participación 
ciudadana es un concepto engorroso porque es difícil de operacionalizar. La participación 
ciudadana no es generalizable porque depende del país de estudio y del tipo de régimen político 
(Brandsen et al., 2014; Verba et al., 1978). La participación ciudadana es multidimensional 
porque hay muchas maneras por el cual un ciudadano puede incidir en el mundo político (Verba 
et al., 1978).  
 
Zheng y Liao (2015: 113) describen la participación ciudadana como “el proceso por donde 
los miembros de una sociedad (aquellos que no poseen oficio o posiciones administrativas en 
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un gobierno) comparten poder con oficiales públicos para llevar a cabo decisiones substantivas 
y en tomar acciones relacionadas a la comunidad”. El Banco Mundial (2017b) lo define como 
“una interacción de dos partes entre ciudadanos y gobiernos o con el sector privado (…) que 
permite a la ciudadanía tener una voz en la formulación de decisiones con el fin de mejorar los 
resultados inmediatos y de largo alcance”.  
 
Según Verba, Nie y Kim (1971: 9), la participación política es “el medio por el cual los 
intereses, deseos, y demandas de un ciudadano ordinario son comunicadas”. También utilizan 
la definición de “todas aquellas actividades legales por ciudadanos privados que más o menos 
tienen el fin directo de influenciar la selección del personal gubernamental y/o las acciones que 
estos toman” (Verba et al., 1978: 46). En algunos países no democráticos, la participación 
ciudadana sucede a través de mensajes institucionales una transmisión de una vía, con acceso 
limitado a foros y canales de comunicación oficialmente reconocidas (Depoe, 2004). Como 
indica Marres (2015), la participación política no está basada en la participación de un 
ciudadano sino de muchos que participan activamente en movimientos sociales, organizaciones 
no gubernamentales o partidos políticos.  
 
Hay algunos autores que indican que la participación ciudadana es sólo ir a votar (Howlett et 
al., 2009). La academia indica que el voto es el instrumento principal de un ciudadano para 
participar en la política sin embargo estudiar sólo participación electoral es insuficiente porque 
hay otros mecanismos de participación ciudadana (Verba et al., 1971; OECD, 2018a). Ellos 
indican que aparte de votar, la participación política se ve en la participación en las campañas 
electorales, la iniciativa ciudadana de contactar a sus representantes gubernamentales y la 
formación o participación en grupos informales que tienen el fin de influenciar los funcionarios 
de gobierno (ibíd.). Además, el ciudadano puede participar de otras formas, por ejemplo, a 
través de protestas, huelgas y firmar peticiones (Marquart-Pyatt, 2016). 
 
Dentro de este debate, se debe considerar que aparte de la condición necesaria de un gobierno 
democrático, se requiere además que el ciudadano participe en el proceso político. Hay 
diversos estudios que indican que hay un ‘desencanto político’ donde numerosos ciudadanos 
no participan en la esfera pública (Bang, 2005; Habermas, 1991; Johansson y Hvinden, 2005; 
Marres, 2005; Verba et al., 1971; Zheng y Liao, 2015). Por ejemplo, Habermas (1991) indica 
que hay ciudadanos que su único interés en la política es en obtener y demandar del Estado 
bienes y servicios sin participar en la esfera pública o participar en la política. Johansson y 
Hvinden (2005) indica que este tipo de comportamiento ciudadano también se puede 
conceptualizar como ciudadanía libertaria. Existen ciudadanos que no están interesados en la 
esfera pública porque están completamente preocupados por su esfera privada, por sus trabajos 
y sus familias (Habermas, 1991; Marres, 2005; Verba et al., 1971).  
 
Asimismo, la baja participación ciudadana se puede explicar porque hay ciudadanos que 
carecen de tiempo, información y recursos para poder estar informados sobre la contingencia 
política de su país (Marres, 2005; OECD, 2001; Przeworski, 1995; Whales y Nolan, 2014; 
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Zheng y Liao, 2015). Un tipo de recurso es la tecnología, que, sin ella, la ciudadanía no 
participa debido a los costos en tiempo, acceso a tecnología y requerimientos especiales en 
educación (OECD, 2001). Según Marres (2005), la sociedad civil de ciertos países es más 
empoderada que otros a medida de la tecnología que poseen sus habitantes. En países donde la 
sociedad civil tiene escasez de recursos, hay una menor probabilidad que estos participen en 
políticas públicas debido que se preocupan por sus necesidades inmediatas más que temáticas 
de largo plazo y esta inequidad social se transforma en inequidad política (OECD, 2001; 
Przeworski, 1995). Los ciudadanos con escasez de recursos tienen menos capacidad y 
empoderamiento para participar en la esfera pública (OECD, 2001). Kinsella (2004) narra que 
existe un déficit de participación ciudadana, específicamente en los jurados, los paneles de 
ciudadanos, las audiencias públicas. Whales y Nolan (2014) relatan que los grupos de presión, 
a diferencia de la ciudadanía, tienen más acceso a participar en la formación de políticas 
públicas a medida que tengan recursos financieros y contactos. En consecuencia, los individuos 
actúan más adentro de la esfera pública como individuos más que como masa y hay una 
reducción de acción política colectiva porque la sociedad civil está atomizada (Bang, 2005; 
Habermas, 1991; Marres, 2005). 
 
Sin embargo, hay ciudadanos que sí participan en la política. Johansson y Hvinden (2005) 
escriben sobre la ciudadanía socio-liberal, que se basa en un ciudadano que no quiere participar, 
pero sí participa para cumplir obligaciones normativas y legales con el fin de obtener derechos 
y servicios básicos. Ellos describen también sobre la ciudadanía republicana, que se basa en 
cuando un individuo busca promover el bien común y participar en actividades cívicas porque 
tiene empatía por su comunidad (Johansson y Hvinden, 2005). Stone (2012) señala que los 
ciudadanos participan más en la esfera pública cuando un problema puede afectarlos 
positivamente o negativamente de manera significativa. Hay ciudadanos que tienen cultura 
política y cultura cívica (Almond, 1971). La primera se basa en que un ciudadano en 
democracia debe ser activo en la política, bien informado, participar racionalmente y donde 
entrega su opinión en la formulación de problemáticas en la agenda (ibíd.). La cultura cívica 
es cuando el ciudadano tiene cultura política y además participa durante todo el proceso de la 
formulación de políticas públicas (ibíd.). Según Verba, Nie y Kim (1971), sí hay ciudadanos 
que están altamente interesados en temáticas políticos, sociales y del bienestar colectiva de sus 
países.  
 
Dentro de los ciudadanos activos en la política, se encuentra un ciudadano que tiene conciencia 
medioambiental y que está preocupado por temas medioambientales (Bell, 2016; Madu et al., 
2017; Marquart-Pyatt, 2016; Smith y Pangsapa, 2008). Bell (2016) define el ciudadano 
medioambiental como aquel que hace ‘su parte’ por el medio ambiente. Él identifica dos tipos 
de ciudadanos medioambientales: uno que sólo recicla y utiliza ampolletas eficientes y el otro 
es aquel que está consciente de su huella de carbono, preocupado en políticas públicas 
domésticas y de fomentar la sustentabilidad (ibíd.). La participación ciudadana en temáticas 
medioambientales difiere de reciclar porque la primera ocurre vía actividades en instituciones 
formales (Marquart-Pyatt, 2016). Ejemplos de participación ciudadana en temas 
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medioambientales son firmar peticiones, participar en protestas y en movimientos sociales 
(Bell, 2016; Marquart-Pyatt, 2016). Seligson (1980) señala que la participación política 
medioambiental es activismo de campaña, votar y participar en proyectos comunales. Graham 
(2004) escribe que demandar al Estado por temas medioambientales es un reflejo de 
participación política ciudadana. Las demandas ambientales por la ciudadanía pueden detener 
las acciones de empresas y del Estado en la degradación del medioambiente (ibíd.).  
 
Los movimientos medioambientales se basan también en temas NIMBY. NIMBY es la 
abreviación en inglés de la frase not in my backyard, en español se traduce como “no en mi 
patio trasero”. Park (2007) indica que este concepto indica que las comunidades establecen que 
hay actividades aceptables o necesarias, pero no significa que deben ser implementadas cerca 
de sus domicilios. Smith y Pangsapa (2008), indican que los temas NIMBY sucede cuando 
comunidades locales se reúnen para defender sus vecindarios. Las protestas NIMBY tienen 
repercusiones económicos, políticos y sociales (Gu, 2016; Smith y Pangsapa, 2008). Un 
ejemplo de protesta NIMBY es por las construcciones de infraestructura en zonas verdes 
(Darvili, 2008). Existen individuos que actúan como actores trasnacionales en política 
medioambiental internacional que pueden propiciar los esfuerzos en solucionar temáticas y 
ayudan en las negociaciones (Downie, 2016). Las movilizaciones medioambientales de la 
ciudadanía dependen del contexto y de la articulación política de intereses (Smith y Pangsapa, 
2008). Existe una mayor participación ciudadana en temáticas ambientales en países más ricos 
e industrializados a diferencia de países donde la ciudadanía tiene escasez de recursos 
(Marquart-Pyatt, 2016). 
 
Una parte de la academia cree que los ciudadanos son actores claves en el establecimiento de 
la agenda (Banco Mundial, 2017b, Verba et al., 1971; Verba et al., 1978; OECD, 2016) 
mientras que otros piensan distinto (Howlett et al., 2009). Hay algunos académicos que creen 
que los ciudadanos no tienen un gran rol en la formulación de políticas públicas (Howlett et 
al., 2009). No obstante, hay otros grupos de autores que creen que los ciudadanos sí tienen un 
rol en todo el proceso. Los ciudadanos sí tienen voz a medida que actúen como un colectivo 
más que como individuo (Verba et al., 1978). En la actualidad, los ciudadanos tienen un rol 
más activo debido al auge de la tecnología porque el internet y todas las variantes de 
comunicación social facilitan la acción colectiva (Downie, 2016; Karvonen y Brand, 2016; 
OECD, 2016; Stone, 2012; Whales y Nolan, 2014). Un ejemplo significativo sobre la acción 
colectiva gracias al internet fue la ‘primavera árabe’ donde los jóvenes pudieron formar 
movimientos sociales en oposición a regímenes autoritarios utilizando redes de comunicación 
social y celulares (Stone, 2012; Whales y Nolan, 2014). Las redes de comunicación y el internet 
permiten a ciudadanos promedios participar en temáticas medioambientales domesticas e 
internacionales (Downie, 2016). 
 
Hoy en día, las organizaciones de la sociedad civil hacen diferentes acciones durante el proceso 
de establecimiento de la agenda para convencer a formuladores de políticas públicas de tomar 
en cuenta ciertas temáticas (Court et al., 2006). Por ejemplo, buscan evidencia creíble y 
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establecen alianzas productivas entre los formuladores de políticas públicas, otras 
organizaciones de la sociedad civil e investigadores (ibíd.). También hacen campañas de 
abogacía y estas permiten a las organizaciones de la sociedad civil movilizar voluntad política, 
aumentar el apoyo de un tema, encontrar recursos y saltar canales tradicionales (ibíd.). Según 
la OECD (2016), en esta etapa la ciudadanía tiene el rol de incrementar la concientización en 
temáticas específicas, movilizar al resto de la ciudadanía, dar opiniones, identificar cuáles son 
las temáticas prioritarias y representar la ciudadanía ante la deliberación de políticas públicas. 
En el establecimiento de la agenda, cualquier actor dentro de la sociedad puede participar 
(Howlett et al., 2009). Si los políticos elegidos no escuchan a las demandas ciudadanas, pueden 
tener el riesgo de perder la siguiente elección (ibíd.). 
 
Asimismo, los académicos indican que la ciudadanía tiene un rol en el diseño de la política 
pública (Linders, 2012; Whales y Nolan, 2014). Los ciudadanos pueden participar en esta etapa 
a través de las audiencias públicas, consultaciones formales, la comunicación a través de 
correos y correos electrónicos y las consultaciones en línea (Howlett et al., 2009; Linders, 
2012). Las consultaciones en línea son consideradas como un efecto de la e-democracia y 
permite obtener el imput de la ciudadanía y reduce los costos para el ciudadano lo que aumenta 
la probabilidad que el ciudadano participe, apoye y colabore en esta etapa (Linders, 2012; 
Whales y Nolan, 2014). Las organizaciones de la sociedad civil tienen varios roles en esta 
etapa. Primero deben informar al formulador de políticas públicas sobre una posible opción 
innovadora, de calidad, factible y legítima a través de evaluaciones costo-beneficio (Court et 
al., 2006, OECD, 2016). También necesita abogar para que ciertos temas sean intervenidos y 
tengan una solución vía una política pública y movilizar a la ciudadanía para que aboguen por 
un tipo de respuesta del gobierno (OECD, 2016). Asimismo, debe representar a la ciudadanía 
en intervenciones de políticas pública y concordar un plan de acción colectivo entre los 
expertos, las organizaciones de la sociedad civil y otros actores (Court et al., 2006, OECD, 
2016). Según la OECD (2016), la sociedad civil debe apoyar a los formuladores de políticas 
públicas en el proceso de creación de políticas públicas.  
 
Hay otros expertos que creen que, en la época del diseño, específicamente en la toma de 
decisiones, específicamente en la toma de decisiones, la sociedad civil queda afuera (Howlett 
et al., 2009). La sociedad civil puede participar en actividades para influenciar el voto del 
oficial electo, pero no tiene el poder de voto en esta etapa (Howlett et al., 2009). Downs (1972) 
narra sobre el ciclo de atención de temáticas, donde un tema medioambiental captura la 
atención de la sociedad civil, ellos luego exigen una acción gubernamental. El periodismo 
influye en este ciclo porque la aparición de una noticia sobre una problemática social puede 
provocar que la ciudadanía exija una solución Estatal (Downs, 1972; Habermas, 1991; Howlett 
et al., 2009; MacRae y Whittington, 1997). No obstante, esta atención pública desaparece a 
medida que la solución a ello sea de alto costo y complejidad de implementación (Downs, 
1971). Según Ulibarri (2015), en la etapa del diseño de políticas públicas medioambientales, 
la participación ciudadana tiene un impacto menor. 
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La academia postula que la ciudadanía tiene un rol significativo en la implementación de una 
política pública. Históricamente, los ciudadanos no participaban en la implementación de 
políticas públicas y se le consideraba como un actor pasivo (Alford, 2002; Bovaird et al., 2015; 
Brundney y England, 1983; Howlett et al., 2009). A partir de la década de 1980, surge un 
concepto en el campo de la administración pública llamada co-producción (Brundney y 
England, 1983). Este concepto se basa en la participación en conjunto de la sociedad civil, los 
proveedores de servicios y el gobierno (OECD, 2016). Whitaker (1980) considera que este 
concepto se basa en la participación activa de la sociedad civil y particularmente con los 
beneficiarios de los bienes y servicios estatales. En este modelo, la ciudadanía contribuye con 
la implementación de una política pública para asegurar la provisión de un bien o servicio o 
para aumentar su cualidad o cantidad (Bovaird et al., 2015; Court et al., 2006; OECD, 2016). 
Los gobiernos pueden apelar a la ayuda de los ciudadanos, organizaciones comunales, 
organizaciones voluntarias y otras organizaciones gubernamentales y otorgar incentivos, 
sanciones o reconocimientos en base a la participación (Alford, 2002; Bovaird et al., 2015).  
 
La co-producción es un mecanismo que moderniza y fortalece la democratización del área de 
la administración pública (D’Alòs-Moner, 2011). Se ha demostrado que la co-producción 
mejora los resultados de políticas públicas en todas las áreas inclusive en la sustentabilidad 
medioambiental (OECD, 2016). La co-producción asevera la buena gobernancia porque los 
ciudadanos participan más en la política (ibíd.). En la última etapa de la formulación de 
políticas públicas, la ciudadanía continúa participando en la evaluación de una política pública. 
En esta etapa, la ciudadanía informa al gobierno sobre la efectividad y eficiencia de una política 
pública (Howlett et al., 2009; Linders, 2012). Las organizaciones de la sociedad civil entregan 
una retroalimentación objetiva, representativa, exhaustiva, conclusiva y relevante así se puede 
mejorar la política pública (Court et al., 2006). La ciudadanía en la etapa de la evaluación 
también tiene el rol de denunciar si el Estado ha llevado a cabo malas prácticas durante la 
implementación de una política pública (OECD, 2016).  
 
1.2 El rol de la ciudadanía en la formulación de políticas públicas  
En esta sección se escribirá sobre el rol de la ciudadanía en la formulación de políticas públicas.  
Se debe estudiar por qué es significativo que la ciudadanía participe en la esfera pública.  En 
primer lugar, la participación ciudadana fortalece la democracia. A mayor participación 
ciudadana en las elecciones, mayor es la legitimidad y representación de la ciudadanía en el 
gobierno de turno (OECD, 2016). La participación de la ciudadanía mejora y fortalece el 
proceso democrático de la formulación de la política pública al ser más transparente, inclusive, 
responsable (ibíd.). La participación ciudadana es vital para la democracia según Marquart-
Pyatt (2016) porque mejora la equidad política y representatividad de la ciudadanía. 
 
En segundo lugar, la participación ciudadana ayuda a los gobiernos (Banco Mundial, 2017b; 
Kinsella, 2004; Linders, 2012; Ulibarri, 2015; Whales y Nolan, 2014). La participación 
ciudadana puede ayudar a gobiernos alcanzar metas de desarrollo (Banco Mundial, 2017b). 
Esta tiene una función de control y de crítica al actuar de los políticos, en consecuencia, permite 
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aumentar la rendición de cuenta y la capacidad del Estado en responder a los ciudadanos 
(Habermas, 1991; Ulibarri, 2015; Whales y Nolan, 2014; Zheng y Liao, 2015). Es útil para el 
gobierno incorporar la opinión de la ciudadanía en la formulación de políticas públicas porque 
ellos pueden entregar sus conocimientos y ofrecer soluciones innovadoras y eficientes para 
problemas de bien común (Boyle y Harris, 2009; Karvonen y Brand, 2016; Kinsella, 2004; 
OECD, 2016; Ulibarri, 2015; Zheng y Liao, 2015). Según Linders (2012), el resultado de 
consultas online respondidas por la ciudadanía entrega un conocimiento para el gobierno sobre 
preferencias ciudadanas más precisas en comparación a votos periódicos o binarios. Además, 
los gobiernos obtienen como beneficio informar a la ciudadanía y además reduce el costo de 
una política pública cuando los ciudadanos son los encargados de entregar servicios públicos 
(Whales y Nolan, 2014; Zheng y Liao, 2015).  
 
Cuando los ciudadanos participan, las instituciones públicas se convierten más inclusivas 
(Whales y Nolan, 2014). Según Smith y Pangsapa (2008), cuando la sociedad civil no participa 
en el diseño de políticas públicas medioambientales, estas se transforman en políticas costosas, 
intrusivas e impopulares. En consecuencia, la participación ciudadana en políticas públicas 
permite crear políticas públicas que tengan consenso y aprobación de largo plazo (Banco 
Mundial, 2017b). Ulibarri (2015) narra que la ciudadanía al participar en la esfera pública en 
temáticas medioambientales incentiva al gobierno en adoptar políticas en beneficio al medio 
ambiente o que mejoran el medioambiente.  
 
En tercer lugar, la participación ciudadana beneficia a la ciudadanía. Al participar en la esfera 
pública, los ciudadanos pueden aprender y obtener información sobre la creación de políticas 
públicas (ibíd.). La ciudadanía se beneficia directamente cuando el gobierno escucha sus 
demandas porque hay un mejoramiento de los servicios otorgados por el Estado y una mejoría 
en las leyes y políticas públicas (OECD, 2016). Además, a mayor participación ciudadana, 
mejor es la relación entre el Estado y la ciudadanía (Alford, 2002; Bovaird et al., 2015; Linders, 
2012; OECD, 2016; Thomas, 2013; Ulibarri, 2015; Zheng y Liao, 2015).  Hay efectos 
favorables para la población cuando existe participación ciudadana porque las políticas 
públicas son más efectivas ya que estas son entalladas a las necesidades del grupo beneficiario 
(Whales y Nolan, 2014). Asimismo, los ciudadanos al participar sienten que han ayudado a la 
contribución del bienestar comunal (Verba et al., 1971). Cuando la ciudadanía participa 
permite ser escuchado y reconocido por expertos y los políticos lo cual es beneficioso, no 
obstante, el ciudadano no tiene poder equitativo, tiene un rol menor (Karvonen y Brand, 2016; 
Zheng y Liao, 2015). 
 
Se puede resumir entonces que la participación ciudadana fortalece la democracia, ayuda a los 
gobiernos y beneficia a la ciudadanía. Para asegurar la participación ciudadana efectiva, el 
mundo académico postula varias soluciones. No existe una solución universal para fomentar la 
participación ciudadana ya que depende de cada país (Banco Mundial, 2017b; OECD, 2016). 
Varios autores coinciden que se debe tener derechos básicos de participación garantizados tales 
como la libertad de asociación, la libertad de expresión y la libertad de la prensa (Banco 
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Mundial, 2017b; Habermas, 1991). Además, una participación eficiente requiere de la voluntad 
del gobierno y de la ciudadanía en trabajar en conjunto (Banco Mundial, 2017b). 
Adicionalmente, se necesita de ciudadanos informados a través de la educación cívica en la 
malla curricular de los colegios y una continua entrega de información sobre políticas públicas 
por parte del gobierno (Banco Mundial, 2017a; Depoe y Delicath: 2004; Graham, 2004; 
Manning y Edwards, 2014). Asimismo, los espacios de dialogo y canales deben ser formales 
para la entrega de información de políticas públicas y propuestas de leyes para la sociedad civil 
(OECD, 2001; Whales y Nolan, 2014). También los gobiernos requieren ser transparentes y 
que tengan mecanismos de rendición de cuentas (OECD, 2001).  
 
La participación ciudadana electrónica incrementa la participación ciudadana a través de 
reducir los costos de la participación (tiempo y traslado) y mejora la circulación y difusión de 
la información para la ciudadanía (Gautreau y Noucher, 2013; Whales, 2014; Zheng y Liao, 
2015). Por ende, para asegurar la participación ciudadana, se requiere que los ciudadanos 
tengan acceso a la tecnología y que la información disponible de análisis de expertos, marcos 
legales de la política y los datos relevantes debe ser amigable al ciudadano y escrito en un 
idioma simple (Gautreau y Noucher, 2013; Graham, 2004; Whales y Nolan, 2014; Zheng y 
Liao, 2015). Específicamente en temáticas medioambientales, se requiere de información 
suficiente para entender la compleja situación medioambiental y política y desarrollar una 
conciencia de responsabilidad colectiva hacia el medioambiente (Graham, 2004). La evolución 
tecnológica constituye una condición para la gobernancia medioambiental (Gautreau y 
Noucher, 2013). Es significativo crear procesos de participación política de alta calidad porque 
cuando esto falla, esto genera frustración, apatía y cinismo en la ciudadanía (OECD, 2016). 
 
1.3 El rol del experto en la formulación de políticas públicas  
En esta sección, se escribirá sobre el rol de los expertos en la formulación de políticas públicas 
de desarrollo sustentable.  En primer lugar, se debe conceptualizar qué es un experto. Este actor 
puede ser observado desde un rol individual hasta un colectivo de comunidades técnicas. Estos 
individuos son investigadores que trabajan en centros de investigación, universidades e 
institutos (Howlett et al., 2009). No obstante, existe una diferencia entre un experto que apoya 
la formulación de políticas públicas y el que prefiere quedarse sólo en el mundo de la academia. 
El primero está orientado a buscar soluciones para problemas técnicos y prácticos más que 
teóricos (MacRae y Whittington, 1997). Este tipo de académico tiene conocimiento sobre 
materias complejas, técnicas y específicas y está preparado para entregar este conocimiento y 
recomendaciones al gobierno (Heipertz et al., 2010; MacRae y Whittington, 1997). 
 
Los expertos tienen un gran poder de influencia en todo el proceso de formulación de políticas 
públicas (Rich, 2004). Desde la antigüedad, líderes políticos han llamado a expertos para 
consejos en materias tan distintas como armas, comercio y enfermedades (MacRae y 
Whittington, 1997). Desde mitades del siglo XIX, las carreras universitarias han sido un eje 
central para la formación de expertos y luego, a mediados del siglo XX se creó el campo de la 
administración pública para formar expertos (ibíd.). Hay dos tipos de formas en que el 
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investigador puede participar en políticas públicas: primero indirectamente a través de sus 
investigaciones que son luego utilizadas por los formuladores de políticas públicas. 
 
Este primer tipo de experto también es conocido como un experto de divulgación porque busca 
entregar comunicación científica y educar a través de conocimiento técnico al mundo político 
y a la ciudadanía a través del resultado de sus investigaciones (Karvonen y Brand, 2016). 
Cuando los académicos escriben investigaciones relacionados a la política es debido que tienen 
intereses filosóficos y teóricos que pueden ser utilizados para el análisis político (Howlett et 
al., 2009). Directamente, ellos mismos participan en la política a través de centros de 
investigaciones o como consultores (Karvonen y Brand, 2016). Como consultor, puede 
participar como un experto multidisciplinario donde un equipo de dos o más disciplinas buscan 
soluciones a problemáticas que están presentes en la agenda de gobierno o como un meta 
experto y entregar información de distintas disciplinas (ibíd.). Como consultores, ellos 
participan en la agenda y en la implementación. Estos tipos de expertos trabajan de una manera 
tecnocrática donde una política pública pasa por el proceso de top-down (ibíd.). Los centros de 
investigaciones son las instituciones más activas con interés en la política pública en 
comparación con el académico promedio (Howlett et al., 2009; Pinilla, 2012). 
 
Se necesitan expertos para formular políticas públicas por numerosas razones (Howlett et al., 
2009; MacRae y Whittington, 1997). Los académicos otorgan críticas o sugerencias sobre una 
cierta política pública (Howlett et al., 2009). Reduce la erosión de confianza entre el público 
en general y los expertos y provee soluciones más efectivas (Karvonen y Brand, 2016). En la 
formulación de políticas públicas medioambientales, los expertos son necesarios porque la 
sustentabilidad en sí como concepto tiene diferentes interpretaciones (ibíd.). Debido a lo 
anterior, los expertos entregan diferentes estrategias para solucionar las problemáticas en la 
agenda gubernamental debido que no hay una única solución para temáticas de sustentabilidad 
(ibíd.).  
 
Hay expertos que recomiendan más políticas públicas de sustentabilidad bottom-up donde la 
ciudadanía está involucrada (ibíd.). Evans (1995) propone que para alcanzar un Estado 
desarrollado se necesita tener densas redes de conexiones entre diferentes actores sociales para 
alcanzar metas transformativas (ibíd.). En otras palabras, la autonomía enraizada se consigue 
a través de coherencia, cohesión y conectividad estatal con otros actores (ibíd.). La autonomía 
enraizada se define como “grupo de lazos sociales que une el Estado con la sociedad y provee 
canales institucionales para la continua negociación y renegociación de metas y políticas” 
(ibíd.: 12). Por ende, el experto a través de sus fuentes de inteligencia y conocimiento en 
canales de implementación con la participación de la sociedad civil permite que el Estado 
pueda resolver problemas de acción colectiva (ibíd.). Hay otra visión tecnocrática, top-down, 
donde los ciudadanos son excluidos de la formación de la política pública porque no tienen los 
mismos conocimientos tecnológicos y científicos del experto, las cuales son necesarias para 
prevenir, comprender y mitigar problemas medioambientales (Senecah, 2004). 
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En el establecimiento de la agenda y en el diseño de una política pública, los centros de 
investigación y los académicos entregan investigaciones para la prevención de problemas y 
recomendaciones preparatorias a los formuladores de políticas públicas (MacRae y 
Whittington, 1997; Rich, 2004). Estos actores también entregan al político la identificación de 
un problema, sus dimensiones, las condiciones por el cual surgió, por qué es relevante en la 
agenda y qué tipos de intervenciones probables que se puedan llevar a cabo (MacRae y 
Whittington, 1997; Rich, 2004). El experto también puede entregar una base para el análisis de 
problemas en la agenda a través de otorgar conocimiento científico en un área de formulación 
de políticas públicas (MacRae y Whittington, 1997). Quienes formulan políticas públicas son 
predominantemente funcionarios de gobiernos y expertos y no se involucra la ciudadanía 
porque se considera que la opinión del experto es superior a la del ciudadano común (Howlett 
et al., 2009; Senecah, 2004). 
 
En la época de implementación de una política pública, el experto entrega varios tipos de 
recomendaciones. Primero, puede entregar recomendaciones para la implementación de una 
política pública (MacRae y Whittington, 1997). Estas recomendaciones pueden ser 
concernientes a entregar un completo panorama o escenario para el funcionario de gobierno 
(ibíd.). También puede ser una recomendación parcial donde sólo entrega resultados parciales 
de una investigación sobre un problema social o sólo entrega una evaluación sobre la capacidad 
del gobierno en llevar a cabo una política pública (ibíd.). En la evaluación de una política 
pública, los expertos pueden ayudar a los formuladores de políticas públicas a evaluar una 
política y en base a tal evaluación, ofrecer nuevas propuestas (MacRae y Whittington, 1997; 
Rich, 2004). 
 
Puede suceder que un político no acepte las recomendaciones del mundo académico 
justificando que son inaceptables o difícil de incorporar (Evans, 1995; Howlett et al., 2009). 
Frecuentemente, hay académicos que modifican los resultados de sus investigaciones para que 
el funcionario público pueda utilizar sus resultados para obtener credibilidad (Rich, 2004). Las 
empresas también contratan a expertos para que formulen investigaciones con un resultado 
predeterminado para influenciar el diseño de políticas públicas como por ejemplo en el caso de 
las restricciones a la industria del tabaco o aquellos que desacreditan el cambio climático 
(Nathanson, 2007). Para reducir el sesgo, los centros de investigación a veces tienen que 
reducir su asociación a partidos políticos (Howlett et al., 2009). Un experto entregara una 
información menos sesgada o arbitraria sobre un problema social a un funcionario público si 
esta entrega una información sin ser pagado (ibíd.).  
 
Hay varios ejemplos de cómo el conocimiento de los expertos impulsa cambios en políticas 
públicas. Primero, está la propuesta de la integración europea que evolucionó a la actualidad 
como la Unión Europea (Heipertz et al., 2010). Segundo, en políticas públicas de salud, los 
expertos tuvieron un rol significativo contra la industria del tabaco y pudieron convencer al 
Estado que el tabaco es nocivo para la población (Nathanson, 2007). Tercero, en el área 
medioambiental, los expertos crearon un Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático 
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de las Naciones Unidas en noviembre de 1988 y en base a su conocimiento, pudieron 
influenciar el campo de la diplomacia y la aceptación del cambio climático como un problema 
real (Downie, 2016). La problemática de prescribir sobre políticas públicas medioambientales 
es que la ausencia de ellas tiene consecuencias invisibles de corto plazo e implementarlas es 
costoso (Downie, 2016; Nathanson, 2007). 
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Capítulo 2 
La formulación de políticas públicas de desarrollo sustentable para el 
PPDA de la RM  
 
Este capítulo relatará sobre la formación de instituciones y políticas públicas de desarrollo 
sustentable para prevenir y descontaminar atmosféricamente la Región Metropolitana a través 
de tres secciones. Primero, se explicará qué es la Agenda 21 y como tuvo un efecto para la 
formación de políticas públicas de desarrollo sustentable en Chile. Segundo, se estudiará la 
formación de institucionalidad ambiental a partir de la Agenda 21, llevando a cabo un análisis 
de la construcción de institucionalidad ambiental chilena desde el retorno de la democracia 
hasta el segundo gobierno de Michelle Bachelet. En la tercera sección de este capítulo, se 
estudiará el auge de la participación de la sociedad civil en el PPDA. Para ello, se relatará las 
leyes y procedimientos que fomentan la participación ciudadana y se describirá sobre cinco 
movilizaciones ciudadanas en Chile: las protestas mapuches, las protestas del movimiento 
feminista, el movimiento estudiantil y profundizando finalmente con el movimiento 
medioambiental. 
 
2.1 La influencia de la Agenda 21 en las políticas públicas chilenas de desarrollo 
sustentable  
Esta sección describirá cuándo y cómo se implementan las políticas públicas de desarrollo 
sustentable en Chile y por qué estas fueron un auge a nivel institucional. El tema 
medioambiental surge a nivel internacional a partir de los años 1960 y la primera cumbre 
medioambiental fue la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medioambiente Humano 
en Estocolmo en 1972 donde Chile estuvo no participó (Downie, 2016).  A partir del retorno 
de la democracia, Chile participaría activamente en las cumbres internacionales, incluyendo la 
segunda conferencia medioambiental organizada por la ONU llamada la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en Rio de Janeiro en 1992.  Como 
resultado, 172 gobiernos concuerdan con la publicación de la Agenda 21 (OECD, 2018). Este 
documento establece la importancia de llevar a cabo el desarrollo sostenible, de detener el 
cambio climático y de fomentar la participación ciudadana en estas temáticas (MMA, 2016a; 
OECD, 2018; O’Ryan y Schaper, 2017). La Agenda 2030 se establece en la Cumbre de Paris 
en la Conferencia de las Partes número 21, donde se profundiza la temática del desarrollo 
sostenible y se agrega la temática de la economía verde (Abeles et al., 2016; O’Ryan y Schaper, 
2017). 
 
Ante esta temática, Chile ha mantenido una actitud proactiva al asistir a todas las convenciones 
globales y regionales y al ratificar todos sus documentos (Moya et al., 2016). La Agenda 21 y 
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático fueron ratificadas por 
el Congreso chileno en 1994, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático en 1995 y el Protocolo de Kioto en 2002 (Moya et al., 2016; OECD/CEPAL, 2016). 
Chile se asocia a los Acuerdos de Cancún en 2010, ratifica los Objetivos de Desarrollo 
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Sostenible (ODS) el 2015 y el Acuerdo de París en 2017 (MINAGRI, 2016; OECD/CEPAL, 
2016; Samaniego et al., 2015). Además, Chile participa activamente en la Coalición de Clima 
y Aire Limpio (CCA), una organización administrada por la Organización de las Naciones 
Unidas CCA, 2017). A fines de abril del 2017, se llevó a cabo un seminario de la CCA en 
Santiago para discutir los avances y obstáculos en política publica medioambientales de cambio 
climático y gestión de calidad del aire (ibíd.). 
 
Chile participa activamente en varios organismos sobre el desarrollo sostenible: desde la 
CELAC (Comunidad de Estados Latinoamericanos), la UNASUR (Unión de Naciones 
Suramericanas) específicamente las cumbres del CES (Consejo Energético Suramericano) y 
COSIPLAN (Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento) (Samaniego et al., 
2016). Chile también colabora en el PNUMA (Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente) (ibíd.). Chile concurre igualmente en el EUROCLIMA (Programa de Cooperación 
Regional entre la Unión Europea y América Latina), en la RIOCC (Red Iberoamericana de 
Oficinas de Cambio Climático), en el IAI (Instituto Interamericano para el Cambio Global), 
entre otros foros de entrega de conocimiento medioambiental (Quiroga, 2007). Además, Chile 
contribuye en el Foro de Ministros de Medio Ambiente de América Latina y el Caribe 
organizado por PNUMA y concurrido por la CEPAL, el BID (Banco Interamericano de 
Desarrollo), el Banco Mundial y el PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo) (Samaniego et al., 2016). 
 
Hay intereses supranacionales para que Chile mantenga esta postura. Se debe recodar que los 
Estados no actúan en un vacío: actúan también a partir de las presiones de actores 
internacionales (Drier, 2016). Las exigencias provienen de organizaciones internacionales 
como el Banco Mundial, la OECD, la OMS y la apertura hacia los mercados internacionales 
(Banco Mundial, 2017a; Drier, 2016). Paralelamente, los vecinos de Chile han puesto presión 
por temas medioambientales a través del comercio (Carruthers, 2001, OECD/CEPAL, 2016). 
Debido que el modelo económico neoliberal de Chile está basado en el libre comercio, Chile 
está dispuesto a cumplir requerimientos medioambientales si este le otorga acceso para integrar 
a nuevos mercados (Fragano, 2012). Desde el año 1997 que Chile ha ratificado acuerdos de 
libre comercio bilaterales y regionales que tienen clausulas sobre economía verde y que 
fomenta la institucionalización de ella (OECD/CEPAL, 2016; O’Ryan y Schaper, 2017). 
Estas cláusulas incluyen obligaciones para proteger el medioambiente, evaluaciones de 
impacto medioambiental, velar por el cumplimiento de leyes ambientales y codificar e 
institucionalizar legislación medioambiental (OECD/CEPAL, 2016). Los acuerdos 
comerciales con cláusulas medioambientales significativas se incluyen el de Canadá, Estados 
Unidos y la Unión Europea (ibíd.). Dentro de los 26 acuerdos comerciales que tiene Chile 
alrededor del mundo, 17 tienen provisiones medioambientales (DIRECON, 2018; 
OECD/CEPAL, 2016). Eduardo Frei Ruiz-Tagle expresó que “es importante destacar este 
punto, pues ninguno de esos países, ni tampoco los que integran la Unión Europea, habrían 
firmado jamás un acuerdo de este tipo con Chile sin antes conocer y aprobar nuestra legislación 
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medioambiental” (Frei, 2003, 25 de septiembre). Como se puede observar en la tabla 1, las 
provisiones medioambientales se detallan como acuerdos de cooperación, articulo en un 
capítulo homónimo, un capítulo, una declaración en conjunto, un memorando de intención y 
una nota en el preámbulo. 
 
        Tabla 1: Provisiones Medioambientales en los acuerdos de comercio   
Parte Signataria   Provisión medioambiental 
Canadá Acuerdo de cooperación 
Estados Unidos Acuerdo de cooperación 
Acuerdo Transpacífico de Cooperación 
Económica   
Acuerdo de cooperación 
Panamá Acuerdo de cooperación 
Unión Europea Artículo en un capítulo homónimo 
Australia Artículo en un capítulo homónimo 
Turquía Artículo en un capítulo homónimo 
Malaysia Artículo en un capítulo homónimo 
Vietnam Artículo en un capítulo homónimo 
Hong Kong Capítulo 
Colombia Capítulo 
Japón Declaración en conjunto 
China Memorando de intención 
México Nota en el preámbulo 
Perú Nota en el preámbulo 
Asociación Europea de Libre Comercio 
(EFTA) 
Nota en el preámbulo 
Corea del Sur 
Nota en el preámbulo, memorando 
de intención 
Tabla realizada por la investigadora en base a datos de la OECD/CEPAL (2016). 
 
 
 
Se debe indicar que la OECD desde el 2005 ha tenido un impacto significativo para que el 
estado de Chile creara legislación y políticas públicas medioambientales. A partir de sus 
recomendaciones, se crea el Ministerio de Medio Ambiente (MMA), se llevan a cabo planes 
de descontaminación a nivel regional, se transparentan datos medioambientales, entre otras 
numerosas medidas (OECD/CEPAL, 2016). La OMS, al informar sobre los efectos nocivos de 
la contaminación atmosférica para la salud de la ciudadanía chilena, motivó al gobierno chileno 
de crear planes de descontaminación (OMS, 2006; OMS, 2017, 19 de septiembre; OMS, 2018). 
También se debe distinguir que Chile ha podido desarrollar una economía más verde debido 
que la tecnología actual es más asequible en comparación con otras décadas (OECD/CEPAL, 
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2016). En consecuencia, Chile tiene una de las infraestructuras mayor desarrolladas de América 
Latina en temáticas medioambientales donde se destaca la infraestructura para desarrollar 
energía eólica y solar (OECD, 2015a).  
 
2.2 Formación de la institucionalidad ambiental chilena a partir de la Agenda 21 
Esta sección detallara sobre el estado de la legislación medioambiental desde la dictadura 
militar hasta el segundo gobierno de Michelle Bachelet.  Durante la dictadura militar, no hubo 
desarrollo en la legislación medioambiental y tampoco fue prioridad en su agenda (Carruthers, 
2001). Asimismo, los militares crearon una Comisión Nacional de la Ecología en 1984 pero la 
Comisión no logró sus objetivos (ibíd.). A partir del retorno de la democracia en Chile, con la 
llegada de Patricio Aylwin el 11 de marzo de 1990, se empezó a desarrollar legislación 
medioambiental (Frei, 2003, 25 de septiembre). Según Eduardo Frei Ruiz-Tagle: 
   
“hasta comienzos de la década del noventa, el desarrollo económico del país se llevó a 
cabo en un contexto de ausencia de institucionalidad y normativa ambiental, 
comprometiendo seriamente la capacidad de renovación de los recursos naturales-sobre 
los cuales se basa la economía de Chile- y deteriorando la calidad de los mismos” (ibíd.) 
 
La prioridad durante el gobierno de Aylwin fue la consolidación de la democracia y no la 
temática medioambiental. Cuando Frei Montalva era senador y presidente de la Democracia 
Cristiana (DC), él presentó en 1991 un proyecto para una política nacional ambiental y para la 
formación de una ley del medioambiente (ibíd.). El 9 de marzo de 1994, dos días antes del 
inicio de su gobierno, la ley 19.300, conocida como “Ley de Bases del Medio Ambiente” fue 
ratificada por el congreso.  Esto fue un auge a nivel institucional porque esta ley es considerada 
como la espina dorsal de toda la legislación medioambiental chilena (Carruthers, 2001; 
OECD/CEPAL, 2016; SMA, 2018a). Esta ley y sus reglamentos fueron inspirados en base a 
las leyes medioambientales canadienses, estadounidenses y europeas (Carruthers, 2001). Esta 
ley crea las evaluaciones de impacto ambiental, los planes reguladores atmosféricos, el Fondo 
De Protección Ambiental y la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) 
(Carruthers; 2001; Frei, 2003, 25 de septiembre; Pino et al., 2015).  
 
La CONAMA estaba compuesto de una institución descentralizada, dependiente de la 
Secretaria General de la Presidencia (SEGPRES), que velaba por el desarrollo sustentable con 
un directorio central que respondía directamente al presidente de turno y que tenía Comisiones 
Regionales llamadas COREMAS (Comisión Regional del Medio Ambiente) (Carruthers, 2001; 
Brzovic, y Dougnac, 2016; SMA, 2018a). Esta ley exige que las propuestas de políticas 
públicas lleven a cabo análisis ex ante llamados AGIES (Análisis General del Impacto 
Económico y Social) y se utilizan para ver el impacto económico de una política y su efecto en 
los distintos habitantes del país (De La Maza et al., 2013; OECD/CEPAL, 2016). Previamente 
a la ley 19.300, no existía en Chile institucionalidad ambiental. En conclusión, el 
establecimiento de esta ley, rellena un vacío legal, es un hito histórico y es una coyuntura critica 
en el desarrollo de la institucionalidad ambiental.   
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El mandato presidencial de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, comienza el 11 de marzo del año 1994 
hasta el 10 de marzo del año 2000. En su gobierno, la institucionalidad ambiental empieza a 
ser operativa: la CONAMA comienza a establecer reglamentos y normativas, utilizando los 
instrumentos de gestión ambiental para cumplir la ley 19.300 (Frei, 2003, 25 de septiembre). 
En 1996, se crea el Comité Nacional Asesor en Cambio Climático y la Estrategia de Desarrollo 
Sustentable (Frei, 2003, 25 de septiembre; Ubilla y Alarcón, 2014). En 1997, se establece el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), un instrumento que permite analizar la 
arista ambiental en el diseño e implementación de proyectos y actividades del sector público y 
privado (SEIA, 2018). En 1998, se implementa el primer Plan de Descontaminación para la 
Región Metropolitana, se crea el Fondo de Protección Ambiental, se formaliza la primera 
política ambiental oficial y se establece el Consejo de Desarrollo Sustentable como órgano 
asesor del presidente (Frei, 2003, 25 de septiembre; OECD/CEPAL, 2016). En 1999, el 
gobierno presenta su Primera Comunicación Nacional para el Cambio Climático (Ubilla y 
Alarcón, 2014).   
 
Durante el gobierno de Ricardo Lagos, desde el 11 de marzo del año 2000 hasta el 10 de marzo 
del año 2006, hubo un enfoque en políticas públicas de salud más que de medioambiente. No 
obstante, la CONAMA siguió fortaleciéndose y desde el 2005, Chile elevó sus estándares 
medioambientales específicamente en el tema de contaminación ambiental (OECD/CEPAL, 
2016). En el año 2004, el MINSAL establece la medicina pública de la calidad del aire para 
medir de forma sistemática la calidad del aire en regiones a través de SIVICA (Sistema de 
Vigilancia de la Calidad del Aire) (Merino y Alvarado, 2016). 
  
Durante el primer gobierno de Michelle Bachelet, desde el 11 de marzo del año 2006 hasta el 
10 de marzo del 2010, se profundiza la institucionalidad medioambiental chilena al remplazar 
la CONAMA por el Ministerio de Medio Ambiente (MMA), la Superintendencia del Medio 
Ambiente (SMA) y el Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) (OECD/CEPAL, 2016). Para 
crear estas nuevas instituciones, se utilizó como ejemplo rector la Agencia de Protección 
Medioambiental estadounidense (ibíd.). Según el BCN (2018d) y una fuente anónima2, los 
profesores de la Universidad de Chile y de la Universidad Católica asesoraron a la CONAMA 
y a la SEGPRES para llevar a cabo la ley 20.417, la cual fue aprobada el 10 de enero del 2010. 
Otros hitos durante su gobierno fue la aprobación e implementación de la Estrategia Nacional 
de Cambio Climático (Samaniego et al., 2015). Además, el 2009 se crea el Comité 
Interministerial de Eficiencia Energética y en el 2010 se establece la Oficina de Cambio 
Climático en Santiago (ibíd.). 
 
Entonces, las funciones de la antigua CONAMA se dividen en tres. El ministro de medio 
ambiente, junto con el presidente, está encargado de la regulación y del diseño de planes, 
                                                        
2 Docente y juez (anónimo), entrevista con la autora, Santiago, 10 de agosto de 2017. Esta fuente 
anónima, al igual que otras en esta tesis, solicitaron permanecer en esa condición. 
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políticas y programas en materia ambiental y de tener una presencia regional significativa a 
través de los SEREMIS regionales (Secretarios Regionales) (MMA, 2018a; OECD/CEPAL, 
2016). El SEA, una agencia técnica descentralizada bajo la supervisión del MMA, tiene el rol 
de evaluación de temáticas medioambientales y supervisar el SINCA (Sistema de Información 
Nacional de Calidad del Aire) (De La Maza et al., 2013.). A partir de la creación del SEA, el 
Ministerio de Salud deja de monitorear la calidad del aire a nivel nacional (OECD/CEPAL, 
2016). El SMA, organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica 
propia, está en cargo de la fiscalización, del seguimiento, de entregar sanciones y de 
implementación de las actividades, normas y planes diseñadas por el MMA (SMA, 2018b). El 
Consejo de Ministros para la Sustentabilidad está liderado por el ministro de medio ambiente 
y sus otros participantes son los ministros de las carteras de agricultura; desarrollo social; 
economía, desarrollo y turismo; energía; minería; obras públicas; salud; transporte y 
telecomunicaciones; vivienda y urbanismo (OECD/CEPAL, 2016). Cada ministerio 
perteneciente al comité tiene que manejar temáticas medioambientales en su cartera, por lo que 
el consejo es necesario para que todos los ministros tengan una agenda coordenada y una 
postura única sobre las temáticas medioambientales (ibíd.). 
 
Durante el primer gobierno de Sebastián Piñera, desde el 11 de marzo del 2010 hasta el 10 de 
marzo del 2014, se publica la Segunda Comunicación Nacional en Cambio Climático en 2011 
y se crean los Tribunales Ambientales en el 2012 (BCN, 2018c). La ley 20.600 legaliza los 
Tribunales Ambientales, que son órganos jurisdiccionales especiales que responden a la Corte 
Suprema y que tienen la función de solucionar los litigios medioambientales (BCN, 2018c; 
SMA, 2018b).  Hay tres Tribunales Ambientales en Chile: el Primer Tribunal Ambiental tiene 
competencias territoriales en las regiones del norte, el Segundo Tribunal Ambiental tiene 
competencias en las regiones del centro del país y el Tercer Tribunal Ambiental tiene 
competencias en las regiones del sur del país (BCN, 2018c).  
 
Los tribunales ambientales permiten que el SMA pueda efectivamente llevar a cabo las 
sanciones (SMA, 2018b). En el 2013, se establece el decreto nº 39 del MMA, que especifica 
como se debe dictar planes de descontaminación y planes de prevención a nivel nacional donde 
incluyan las normativas de la Ley de Transparencia (Ley 20.285) y la Ley de Participación 
Ciudadana (Ley 20.500) (BCN, 2013, 1 de agosto). Durante el segundo gobierno de Michelle 
Bachelet, desde el 11 de marzo del 2014 hasta el 11 de marzo del 2018, se llevó a cabo una 
reforma tributaria en el 2014 que crea más impuestos verdes y su gobierno implementó 14 
planes de descontaminación atmosféricas (MMA, 2014b; OECD/CEPAL, 2016). 
 
2.3 El auge de la participación de la sociedad civil en el PPDA  
En esta sección se estudiará sobre la participación de la sociedad civil en Chile desde la 
dictadura militar hasta la actualidad y cuáles son los mecanismos que favorecen su desarrollo. 
Durante la dictadura militar, la sociedad civil protestó por el colapso económico de la clase 
media, en pos, se crearon nuevos partidos políticos y permitió comenzar el proceso hacia 
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retorno de la democracia (Carruthers, 2001). El retorno de la democracia permitió garantizar 
el estado de derecho y garantizar las leyes que fomentan la participación ciudadana. 
 
La primera ley es la ley 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 
Administración del Estado que estipula que cada órgano del Estado debe poseer mecanismos 
específicos y formales para que la ciudadanía pueda participar en la esfera pública (MMA, 
2016a). La segunda ley es la ley 19.300 donde garantiza que la ciudadanía tenga acceso datos 
ambientales y la garantía de reconocer las opiniones de la ciudadanía en las evaluaciones de 
impacto (OECD/CEPAL, 2016). La tercera ley es la ley número 20.285, conocida como Ley 
de Transparencia, publicada el 20 de agosto del 2008 (BCN, 2018a). Esta indica que el Estado 
de Chile debe tener transparencia en su función pública, en permitir el derecho de acceso a la 
información de los diferentes aparatos estatales (ibíd.). La cuarta ley es la ley 20.370, conocida 
como la Ley General de Educación o LGE, que establece la educación ambiental debe ser parte 
de la malla escolar para generar ciudadanos conscientes sobre el cuidado del medio ambiente 
(OECD/CEPAL, 2016). La quinta ley es la ley 20.500, conocida como la Ley de Participación, 
publicada el 16 de febrero del 2011 (BCN, 2018b).  Esta ley establece que: 
 
“todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines 
lícitos. Este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la 
diversidad de intereses sociales e identidades culturales. Prohíbanse las asociaciones 
contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado. Las asociaciones no 
podrán realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de 
Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática” (ibíd.). 
 
Ella también contiene los procedimientos para garantizar la participación ciudadana en las 
regulaciones medioambientales (OECD/CEPAL, 2016). Los mecanismos de participación 
incluyen la cuenta pública participativa, los consejos de la sociedad civil, la consulta pública, 
el acceso a la información ambiental relevante, los diálogos participativos, las audiencias 
públicas, cabildos ciudadanos y comités público-privados (MMA, 2016a). La sexta ley es la 
ley 20.568, publicada el 31 de enero del 2012, que inscribe automáticamente a los ciudadanos 
chilenos mayores de edad, reduciendo así las barreras para ir a votar (BCN, 2018f). La séptima 
ley es la ley 20.730, conocida como la Ley del Lobby, publicada el 8 de marzo del 2014, 
permite a la ciudadanía comunicarse directamente con una autoridad pública (BCN, 2018e).  
Fue un auge tener varias leyes desde el retorno de la democracia que fomenten la participación 
política de los ciudadanos chilenos a través de las leyes 18.575, 19.300, 20.285, 20.370, 20.500, 
20.568 y 20.730 
 
Hay otros mecanismos que garantizan la participación de la ciudadanía. El primer mecanismo 
es el Consejo Consultivo del Medio Ambiente, compuesto de noventa miembros incluyendo 
ONG, empresas, académicos, representantes de grupos indígenas donde pueden entregar 
recomendaciones al presidente (Risley, 2014). Estos “se fundan en el derecho que el Estado 
reconoce a las personas a participar en las políticas, planes, programas y acciones 
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gubernamentales” (MMA, 2018b). Este está dividido en dieciséis Consejos Cultivos: quince 
Consejos Consultivos Regionales y un Consejo Consultivo Nacional (ibíd.). Estas instituciones 
“se encuentran regulados por la Ley 19.300 sobre bases generales del Medio Ambiente y son 
homologables a los Consejos de la Sociedad Civil señalados en la Ley 20.500 Sobre 
Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública” (ibíd.). Estos consejos en 
conjunto con el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad y el Cambio Climático son los 
actores que asesoran al ministro de MMA (ibíd.). 
 
La ciudadanía puede comunicarse al ministerio vía las Oficinas de Información, Reclamos y 
Sugerencias (OIRS), en el sitio web del ministerio (MMA, 2016a). Paralelamente, puede 
mandar una carta física vía correo postal o depositándolo en la oficina de partes del MMA 
(ibíd.). Asimismo, existen las consultas públicas, donde la ciudadanía pueden conocer sobre 
una política pública preliminar y entregar sus opiniones a través de un formulario que se envía 
vía el sitio web del MMA o en las oficinas de las Secretarías Regionales del Medio Ambiente 
(MMA, 2018b). Conjuntamente, los ciudadanos pueden solicitar audiencias públicas o 
audiencias privadas vía la Ley del Lobby (MMA, 2016a). También existen los diálogos 
participativos, iniciadas por el MMA, donde la autoridad gubernamental se dirige a las 
organizaciones de la sociedad civil con el fin de informar sobre un tema específico (ibíd.). 
 
Igualmente, están los cabildos ciudadanos, instancias donde la ciudadanía puede debatir sobre 
una temática y entregar la reflexión final a las autoridades y el programa de participación 
ciudadana temprana, elaborado por el MMA, que permite informar a la ciudadanía sobre el 
proceso de diseño de una política pública medioambiental (ibíd.). A través de estos cabildos, 
el MMA se anticipa “a los posibles conflictos con comunidades y otros actores, integrando su 
opinión de forma previa a una etapa de consulta pública” (ibíd.: 8). Otras instancias son 
presentando una demanda a través de un tribunal ambiental (OECD/CEPAL, 2016).   
 
El acceso al internet y la globalización ha permitido mejorar la capacidad del gobierno chileno 
de entregar información al público. El MMA utiliza las redes sociales (actualmente tiene 
cuentas activas en Facebook, Instagram y Twitter) para comunicarse con la ciudadanía. A 
través de estos foros, esta puede obtener información medioambiental, comentar sobre una 
temática e incluso establecer denuncias medioambientales. Desde el año 2005 que hay un 
surgimiento de e-gobierno, donde el gobierno a través de una plataforma digital como “Chile 
Atiende” o “Agenda Digital” entrega informes medioambientales y el acceso a diferentes 
bienes y servicios de diferentes ministerios desde una sola página web (OECD, 2018). 
 
Otro servicio de gobierno abierto es el Sistema Nacional de Información Ambiental (SINIA), 
un mecanismo de difusión de conocimiento sobre temas ambientales regionales y nacionales 
al igual que el Instituto Nacional de Estadística (INE) que publica un anuario de estadística 
ambiental desde el año 2006 e informes ambientales anuales (Naciones Unidas, 2016; 
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OECD/CEPAL, 2016). Gracias a la ley de transparencia, está garantizado el acceso a estos 
documentos legales, gráficos, cartografías y estadísticas ambientales (OECD/CEPAL, 2016; 
MMA, 2016a). La participación electrónica es mayor al de la participación en las urnas y Chile 
tiene uno de los mejores rendimientos en América Latina en participación electrónica: en el 
año 2009 estaba en el puesto 42 y en el 2016 llegó al número 32 (Araya y Barría, 2010; 
Naciones Unidas, 2016; OECD, 2018). 
En esta sección se detallará sobre las movilizaciones ciudadanas desde el retorno de la 
democracia en Chile, narrando sobre las protestas mapuches, las protestas del movimiento 
feminista, el movimiento estudiantil y luego profundizando sobre el movimiento 
medioambiental. En primer lugar, los Mapuches son la comunidad indígena más populosa de 
Chile que han luchado por décadas por la repatriación de sus tierras. El retorno a la democracia 
permitió crear la Ley Indígena en 1993 y reconocer los títulos de merced (Bidegain, 2017). Las 
protestas de la comunidad mapuches han permitido poner en la agenda sus demandas sociales 
(Somma y Medel, 2017). Como respuesta a tales protestas, en 1993 se creó la Corporación 
Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) en reconocimiento de sus demandas sociales, 
luego hubo la creación del Ministerio de Pueblos Indígenas en 2016 (Somma y Medel, 2017). 
Los Mapuches protestan de forma pacífica a través del FONDART (Fundación para el Arte) y 
ADI (Área de Desarrollo Indígena) y también utilizan tácticas violentas como huelgas de 
hambre, incendiar establecimientos, atacar fuerzas policías o dañar bienes públicos y privados 
(Bidegain, 2017; Somma y Medel, 2017). Los mapuches que protestan violentamente no se 
identifican con Chile ni como chilenos (Somma y Medel, 2017). Las protestas violentas han 
tenido cierto éxito: en el 2010, 32 Mapuches encarcelados hicieron una huelga de hambre de 
80 días y esto permitió presionar al gobierno de entonces a retirar sus cargos (Bidegain, 2017). 
Los mapuches no han podido desarrollar una fuerza en la Cámara de Diputados o en la Cámara 
del Senado (Somma y Medel, 2017). 
  
También ha habido protestas liderados por el movimiento feminista, que abogan por los 
derechos de la mujer (Forstenzer, 2017). Este movimiento ha podido promover, proteger e 
institucionalizar los derechos de las mujeres chilenas: su influencia en la agenda gubernamental 
ha tenido consecuencias concretas como la creación del Servicio Nacional de la Mujer en el 
año 1991 (ibíd.). Posteriormente, en 1994, se estableció la ley contra la violencia doméstica y 
en el año 2016, se estableció el Ministerio de la Mujer y de Equidad de Género (ibíd.). Su 
último logro, en el año 2017, fue la despenalización del aborto en tres causales: feto inviable, 
en casos de violación y en riesgo vital para la madre (ibíd.). 
 
Las protestas estudiantiles son un movimiento reconocido que surgió con el “movimiento 
pingüino” del 2006 y evolucionó hasta el “movimiento universitario” del 2011 (Oliva, 2013). 
El movimiento estudiantil de mayo del 2006, el “movimiento pingüino”, fue un reflejo del 
descontento de los jóvenes en la inequidad chilena que se reflejaba en los resultados 
educacionales para entrar a la universidad, en su insatisfacción con la duración del pase escolar 
y el precio de acceso a la prueba para acceder a la universidad (Donoso, 2017). Ambos 
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movimientos estudiantiles fueron transversales a nivel nacional porque pudieron congregar a 
apoderados, el Colegio de Profesores, los medios de comunicación, estudiantes y la sociedad 
civil (ibíd.).  Miles de estudiantes en Chile fueron a protestar en mayo del 2006, se tomaron 
escuelas y por ende permitió establecer el tema de la educación en la agenda nacional (ibíd.).  
Como producto del “movimiento pingüino”, en el año 2008 se implementó la ‘Ley de 
Subvención Escolar Preferencial’ y en el año 2009 se deroga la Ley Orgánica Constitucional 
de Enseñanza (LOCE) impuesta durante la dictadura militar y se remplaza por la Ley General 
de Educación (LGE) (BCN, 2018h; OECD, 2015b). También obligó al ministerio cambiar los 
requerimientos que exigían los colegios para aceptar nuevos alumnos (Somma y Medel, 2017). 
Luego los universitarios empezaron a protestar en el 2011, cientos de miles de personas fueron 
a protestar a partir de abril de ese año (Donoso, 2017). El “movimiento universitario” motivó 
al gobierno de Sebastián Pinera, en el 2011, de crear la Ley de Calidad y Equidad de la 
Educación y modificar el Crédito con Aval del Estado (CAE), reduciendo su tasa de interés del 
6% a 2% anual (OECD, 2015b). Durante el segundo gobierno de Michelle Bachelet, el 2015, 
se promulgó la ley 20.890, Ley Corta de Gratuidad y en el 2016 se implementó la Ley de 
Inclusión Escolar (BCN, 2016, 11 de enero; Ministerio de Educación, 2016). El uso de las 
redes de comunicación social permitió mejorar el alcance de la campaña y generó conciencia 
nacional sobre la temática (Donoso, 2017). Como consecuencias políticas del movimiento 
estudiantil, durante el primer gobierno de Piñera se tuvo que remplazar el ministro de 
educación tres veces y el movimiento universitario obtuvo una mayor legitimidad cuando los 
líderes de este como Camilla Vallejo, Giorgio Jackson, Karol Carola y Gabriel Boric fueron 
electos como diputados (Somma y Medel, 2017). 
 
Esta tesis describirá en más profundidad la participación de la sociedad civil en movimientos 
ambientales. El movimiento ambientalista surge en Chile a partir de la década de 1960 y 
durante la dictadura militar los académicos exiliados de las universidades empiezan a 
desarrollar el movimiento (Carruthers, 2001). En 1983, hubo un congreso específico del 
medioambiente, organizado por la ONG Centro de Investigación y Planificación 
Medioambiental (ibíd.). El movimiento medioambiental chileno tomó forma significativa en 
1989 con el “Primer Reunión Nacional de Organizaciones de Acciones Medioambientales” 
(ibíd.). Green Peace se instala una oficina en Chile a partir del retorno de la democracia 
(Somma y Medel, 2017). Entre el retorno a la democracia y la década del 2010, hubieron 
protestas medioambientales fallidas. Por ejemplo, el movimiento ambientalista protestó contra 
el establecimiento de Ralco, una represa hidroeléctrica en la Región de la Araucanía en 1993. 
Esta represa está construida en un territorio Pehuenche, los Pehuenches son los indígenas 
chilenos autóctonos de esa región (ibíd.).  Estas protestas en oposición a la represa no fueron 
exitosas porque la coalición de movimientos medioambientales no pudo enfrentar un bloque 
unido con las organizaciones indígenas y por lo tanto no pudieron detener la construcción de 
esta (ibíd.). 
 
Un caso exitoso fue las protestas contra el establecimiento de una planta termoeléctrica en el 
2010 llamada Barrancones en la Región de Coquimbo (ibíd.). Las protestas fueron organizadas 
 
25 
por Chao Pescao y Movimiento por la Defensa del Medio Ambiente y a través de twitter, 
pudieron movilizar la ciudadanía a protestar (ibíd.). La ciudadanía estaba a favor de proteger 
las reservas de los pingüinos Humboldt y de la presencia de cetáceos (Cordero, 2010, 26 de 
agosto). En consecuencia, el presidente Piñera rechazar el proyecto (ibíd.). 
 El movimiento medioambiental más reconocido fue el movimiento contra Hidroaysén, un 
proyecto hidroeléctrico en el sur de Chile en cargo de ENDESA (una corporación transnacional 
española) y Colbún (un conglomerado chileno de la familia chilena Matte) (Bülow y Donoso, 
2017; Romero, 2014). El proyecto iniciado en el 2005, planeaba construir cinco represas en la 
Región de Aysén de Carlos Ibáñez del Campo: tres en el río Pascua y dos en el río Baker 
(Schaeffer, 2017). Conjuntamente, iban a construir desde Aysén hasta Santiago un cableado 
eléctrico de 2000 kilómetros e inundar 5900 hectáreas (ibíd.). El 2005, se crea el Consejo de 
Defensa de la Patagonia (CDP) compuesto por: organizaciones no gubernamentales, gremios, 
grupos de estudiantes, instituciones académicas, la prensa, fundaciones sin fines de lucro y la 
Iglesia Católica (CDP, 2017). Estos 74 actores provienen de Paraguay, México, España, 
Estados Unidos, Ecuador, Colombia, Chile, Canadá, Brasil, Bolivia y Argentina (Ibíd.).  
Empiezan su campaña publicitaria “Patagonia sin Represas” el 2010 y llevan a cabo 
intervenciones urbanas, convocan a la prensa, publican un libro, ponen publicidad en diarios 
nacionales e internacionales y colocaron carteleras en las autopistas (Schaeffer, 2017). Todo 
este proceso tenía el fin de crear la Patagonia chilena como una marca reconocida a nivel 
nacional e internacional (ibíd.). 
 
En mayo del 2011, el proyecto Hidroaysén fue aprobado por la Comisión de Evaluación 
Ambiental de Aysén que causó que el CDP movilizará a la sociedad civil e utilizó las redes 
sociales para convocar a la ciudadanía a protestar ante el gobierno utilizando la ley 19.300 para 
apelar e insistir que el Estado debe proteger la fauna y flora de la Patagonia chilena (Bülow y 
Donoso, 2017). El movimiento tuvo reconocimiento en la prensa internacional a partir de este 
fallo (Maxwell, 2014, 10 de junio). Subsiguientemente, hubo movilizaciones y protestas 
ciudadanas a nivel nacional el 9, 13, 20 y 28 de mayo del 2011 (Schaeffer, 2017). Estas se 
llevaron a cabo en Concepción, Iquique, La Serena, Rancagua, Santiago, Talca, Temuco, 
Valdivia y Valparaíso (ibíd.). También se llevaron a cabo durante estas fechas protestas en 
ciudades tales como Hamburgo, Madrid, Melbourne, Paris, Roma y Sídney (ibíd.). Miles de 
personas fueron a protestar en las calles contra el proyecto especialmente en Santiago y la 
movilización fue de tal alcance que según la academia no se veían estos tipos de protestas desde 
el retorno de la democracia (Bülow y Donoso, 2017; Schaeffer, 2017). 
 
Hubo individuos específicos que tuvieron un rol significativo en el movimiento. Hubo apoyo 
de los senadores Carlos Bianchi y Antonio Horvath, que en conjunto con Sara Larraín 
(presidenta de la ONG Chile Sustentable) proveyeron sus influencias y recursos para entregar 
propuestas de proyectos de energía renovable a miembros del Congreso y del Senado 
(Schaeffer, 2017; Somma y Medel, 2017). Los activistas Kris Tompkins y Douglas Tompkins 
financiaron parte de la campaña, fueron responsables por estar en cargo de la litigación 
ambiental y utilizaron sus influencias para establecer el CDP y mantenerlo operativo hasta el 
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término de la campaña (Schaeffer, 2017). Juan Pablo Orrego, presidente del ONG Ecosistemas, 
fue el vocero de CDP a nivel internacional y apoyó en el tema de la litigación (Bülow y Donoso, 
2017). El Cardenal Infanti utilizó sus influencias para motivar a la ciudadanía a protestar en el 
sur del país (ibíd.). 
 
Paralelamente, ONG chilenos y ciudadanos interpelaron ante la justicia chilena por la 
aprobación del proyecto durante los años 2011 al 2014 (Agostini et al., 2017; Maxwell, 2014, 
10 de junio). La campaña finaliza el 10 de junio del 2014, cuando el Comité de Ministros 
rechaza la licencia medioambiental de Hidroaysén (Maxwell, 2014, 10 de junio.) En 2017, 
ENEL (antiguamente conocida como ENDESA) y Colbún deciden abandonar el proyecto 
hidroeléctrico (Orellana, 2017, 6 de noviembre). El éxito de Patagonia sin Represas fue debido 
al apoyo transnacional y el financiamiento abundante de parte de ONG internacionales.   
  
En general, la sociedad civil chilena está consciente de los problemas ambientales 
(OECD/CEPAL, 2016). El MMA censó por primera vez a la ciudadanía sobre sus 
preocupaciones ambientales el año 2014 (ibíd.). Hasta la actualidad, se han llevado a cabo tres 
encuestas nacionales del medio ambiente y la principal preocupación ambiental ha sido la 
contaminación atmosférica (MMA, 2014a; MMA, 2015; MMA, 2016b). El movimiento 
medioambiental a diferencia del movimiento educacional es transnacional y carece de un líder 
(Schaeffer, 2017). La sociedad civil y los movimientos ciudadanos se han adaptado 
continuamente a las nuevas tecnologías como las redes sociales que les han permitido convocar 
a sus pares a las calles a protestar. A medida que la protesta ambiental y de educación tuviesen 
una mayor cantidad de visibilidad pública, mayor fue la reducción de aprobación de Piñera por 
lo que su gobierno tuvo la obligación de llevar a cabo más concesiones a la ciudadanía (Somma 
y Medel, 2017). 
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Capítulo 3 
Desorganización: liderazgo, coordinación y recursos 
 
3.1 Análisis del origen y evolución institucional del PPDA para la RM 
En esta sección se escribirá sobre qué es el Plan de Prevención y Descontaminación 
Atmosférica (PPDA) para la Región Metropolitana y por qué se requiere implementar estas 
medidas y normar las emisiones. Actualmente, el problema medioambiental chileno más 
apremiante es la contaminación atmosférica, cuyas fuentes son heterogéneas, por ende, se 
requieren diferentes tipos de PPDA para normar la situación (J. Canals, entrevista con autora, 
Santiago, 7 de julio de 2017; Pino et al, 2015). El decreto Nº 39 del MMA indica que un plan 
de prevención es un instrumento de gestión ambiental que tiene el fin de “evitar la superación 
de una o más normas de calidad ambiental primaria o secundaria, en una zona latente” (BCN, 
2013, 1 de agosto). El mismo decreto indica que un plan de descontaminación es un 
instrumento de gestión ambiental que tiene la meta de “recuperar los niveles señalados en las 
normas primarias y/o secundarias de calidad ambiental de una zona calificada como saturada 
por uno o más contaminantes” (ibíd.). Por ende, el PPDA para la RM es el instrumento principal 
del gobierno para normar y gestionar la calidad del aire (OECD/CEPAL, 2016). Los PPDA 
tienen medidas permanentes y medidas adicionales cuando hay un episodio critico, que varía 
desde la alerta ambiental, la premergencia y la emergencia (SMA, 2014). 
 
A diferencia del capítulo 2, donde se narró sobre la institucionalidad medioambiental chilena 
a nivel nacional, esta sección detallará sobre la creación de la institucionalidad medioambiental 
a nivel regional, específicamente para la RM. Desde 1964 que se mide la calidad del aire en la 
RM, pero esta se institucionaliza en 1976 con la “Red de Vigilancia de Calidad del Aire” 
(Merino y Alvarado, 2016). Entre el retorno de la democracia en 1990 hasta el establecimiento 
de la ley 19.300 en 1994, la institución responsable de monitorear la calidad del aire era el 
MINSAL (CONAMA, 1998). Entonces, a partir de la creación del CONAMA en 1994, el 
MINSAL comparte las atribuciones (ibíd.). En 1996, se establece el decreto supremo N° 31 de 
la SEGPRES y declara la RM como una zona latente por dióxido de nitrógeno y una zona 
saturada por material particulado respirable MP 10 y de partículas de suspensión, monóxido de 
carbono y ozono (BCN, 2017, 24 de noviembre).   
 
En 1998, se dicta el decreto supremo N°59 de la SEGPRES que regula el material particulado 
respirable MP10 y a través decreto supremo N° 16, se implementa el primer PPDA para la RM 
(BCN, 2017, 24 de noviembre; MMA, 2017). Hay un consenso entre los entrevistados que el 
objetivo principal de esta política pública es proteger la salud de los residentes de la RM3. La 
RM necesitaba un PPDA porque la calidad del aire de la región era una amenaza para la salud 
                                                        
3 P. Gutiérrez, entrevista con autora, Santiago, 6 de julio de 2017; R. Verdugo, entrevista con autora, 
Santiago, 6 de julio de 2017; J. Canals, entrevista; P. Badenier, entrevista con autora, Santiago, 24 de 
julio de 2017; M. I. Benítez, entrevista con autora, Santiago, 27 de julio de 2017; C. Ibarra, entrevista 
con autora, Santiago, 9 de agosto del 2017; entre otros entrevistados. 
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de sus residentes (OECD/CEPAL, 2016). En consecuencia, el objetivo principal de todos los 
PPDA para la RM han sido de proteger la salud de la población4. 
 
El 7 de julio del 2000, se crea el Comité Operativo que norma las emisiones de PM 2,5 en la 
RM y luego en el año 2003, la segunda versión del plan se actualiza a través del decreto 
supremo N°59 de la SEGPRES (MMA, 2014c; MMA, 2017). En el 2009, se reformula por la 
tercera vez, a través del decreto supremo N°66 de la SEGPRES y comienza a ser operativo a 
partir del 2011 (BCN, 2017, 24 de noviembre; M. I. Benítez, entrevista). El año 2014, a través 
del decreto supremo N° 67, el MMA declara la RM como una zona saturada de MP 2,5 y se 
inicia la reformulación de la cuarta versión del plan a través de la resolución N°1171 (BCN, 
2017, 24 de noviembre). El 11 de octubre del 2016, a través del decreto supremo N°31, se envía 
el documento a la Contraloría General de la República (ibíd.). Este fue aprobado por el 
Contralor General, Jorge Bermúdez, el 30 de octubre del 2017 y el 24 de noviembre del 2017 
se publica el plan en el diario oficial (ibíd.). 
 
La institucionalidad de un PPDA está basada en la ley 19.300 (MMA, 2016, 14 de junio). 
Además, crear un PPDA y presentarlo al Comité de Ministros es un proceso que dura dos años 
(ibíd.). El MMA durante tres meses lleva a cabo una resolución de inicio para declarar una 
zona como zona saturada o zona latente (ibíd.). Una zona saturada es aquella que la norma de 
calidad ambiental es sobrepasada y una zona latente es aquel que en sus mediciones tienen una 
concentración de contaminantes de aire entre el 80% y el 100% en comparación con las normas 
entregadas por la OMS (Ubilla y Alarcón, 2014). Luego, durante un año se elabora un 
anteproyecto del plan, donde se elaboran estudios técnicos y se constituye el Comité Operativo, 
el Comité Operativo Ampliado, el Comité Técnico Ampliado y el Comité Interministerial5. El 
MMA presenta el anteproyecto al Comité Interministerial6. Paralelamente, el MMA elabora un 
análisis general de impacto económico y social (AGIES) y debe recoger las observaciones del 
Consejo Consultivo del Medio Ambiente donde participa las ONG, el mundo empresarial y los 
académicos7. 
 
En pos, se lleva a cabo una consulta pública, que tiene una duración de 3 meses (MMA, 2016, 
14 de junio). Luego, se elabora un proyecto definitivo del plan por un periodo de seis meses y 
después se presenta este al Comité de Ministros y cuando está aprobado, se envía a la 
Contraloría General de la República (ibíd.). Ahí, se revisa que no existan duplicaciones de 
funciones, entre otras medidas técnicas8. No hay un margen de tiempo predeterminado para 
que un PPDA sea aprobado por la Contraloría:  puede pasar entre 10 meses a dos años9. Cuando 
                                                        
4 P. Badenier, entrevista. 
5 C. Ibarra, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
6 M. I. Benítez, entrevista. 
7 P. Badenier, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
8 S. Larraín, entrevista con autora, Santiago, 19 de julio de 2017. 
9 M. I. Benítez, entrevista; funcionario y jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista con 
autora, Santiago, 9 de agosto de 2017. 
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el Contralor General de la Republica aprueba el proyecto definitivo, este se publica en el diario 
oficial y se convierte en un PPDA vigente (MMA, 2016, 14 de junio). 
 
El PPDA para la RM ha sido una política de Estado más que de gobierno porque ha estado 
operativo por dos décadas a pesar de los distintos signos políticos que ha habido en La 
Moneda10. Según la ley 19.300, este plan debe modificar cada cinco años debido a las nuevas 
circunstancias que pueden afectar su efectividad o eficiencia11. A medida que la extensión 
urbana de la RM y el PIB aumentan, el PPDA se ha ido fortaleciendo al ser más restrictivo 
hacia las industrias y las distintas fuentes contaminantes12. Esta política pública es 
incrementalista, gradual, establece medidas de mediano a largo plazo y no pretender 
descontaminar la RM “de un día para el otro”13. 
 
 
Gráfico 1: Línea de tiempo de episodios críticos anuales 
 
Tabla elaborada por investigadora en base de datos del MMA (2017: 28). 
 
Existe un consenso entre la mayoría de los entrevistados que el PPDA para la RM ha sido una 
política pública exitosa14. Desde el retorno de la democracia hasta la actualidad, ha habido un 
                                                        
10 R. Cerda, entrevista con autora, Santiago, 26 de junio de 2017; M. P. Martín, entrevista con autora, 
Santiago, 26 de junio de 2017; P. Badenier, entrevista. 
11 J. Rathgeb, entrevista con autora, Valparaíso, 20 de junio de 2017; P. Badenier, entrevista) 
12 W. Bustamante, entrevista con autora, Santiago, 16 de junio del 2017; N. Huneeus, entrevista con 
autora, Santiago, 3 de julio de 2017; R. Verdugo, entrevista. 
13 P. Badenier, entrevista.   
14 J. C. Muñoz, entrevista con autora, Santiago, 3 de julio de 2017; J. Canals, entrevista; D. Cáceres, 
entrevista con autora, Santiago, 26 de julio de 2017; F. Reyes, entrevista con autora, Santiago, 1 de 
agosto de 2017; entre otros. 
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60% de reducción de contaminación atmosférica (Mena, 2015). Esto coincide con los datos 
observados en el gráfico 1, que demuestra que el plan ha sido eficiente porque ha reducido los 
episodios críticos anuales. El mayor avance en “calidad del aire se hicieron entre fines de los 
90 y principios del 2000 con la transformación de la industria” en relación a su cambio del 
carbón al gas natural15. Cuando se implementó el Transantiago, este disminuyó las emisiones 
de transporte público, pero el parque vehicular aumentó exponencialmente, por lo que no se 
pudo discernir los beneficios16. Este plan ha podido cumplir su objetivo de proteger la salud de 
la ciudadanía y desde su implementación ha reducido a nivel anual 4.070 muertes prematuras, 
una disminución de 2.400 admisiones hospitalarias y una reducción de 127 mil visitas a la sala 
de urgencia (MMA, 2016, 14 de junio). Adicionalmente, de manera anual, se aumenta la 
eficiencia laboral al evitar 871 mil días de trabajo perdido y 3.730.000 días de trabajo con 
restricción de actividades (ibíd.).  
 
3.2 El funcionamiento práctico del PPDA para la RM 
En esta sección se escribirá sobre el rol de los distintos actores en el PPDA para la RM: MMA, 
el SMA, el Comité de ministros, los ministerios sectoriales, la Intendencia, las 
municipalidades, el Tribunal Ambiental, la Contraloría, el poder legislativo, los partidos 
políticos y los diversos agentes participantes. Después, se indicará si el MMA tiene autonomía 
enraizada para llevar a cabo esta política pública (Evans, 1995). 
 
El rol principal del MMA en el PPDA para la RM es establecer el diseño del plan y regular las 
fuentes de contaminación heterogéneas17. La Subsecretaria del MMA está en cargo de la 
implementación intersectorial del plan (MMA, 2016a). El MMA es responsable de efectuar la 
consulta pública durante el periodo de diseño del plan para recoger observaciones de fondo y 
forma18. Asimismo, es responsable de crear el anteproyecto y el AGIES, el cual es elaborado 
80% por funcionarios técnicos19. De acuerdo con varios entrevistados, existe un problema de 
implementación del plan. Esto ocurre porque el MMA puede diseñar el PPDA para la RM y 
elaborar normas de emisión, pero al momento de la implementación, existe descoordinación 
en las instituciones estatales: dentro del MMA y entre ministerios20.  
 
El MMA es tecnocrático en su estructura y “el ministerio tiene un gran porcentaje de 
profesionales en comparación a otras áreas administrativas”21. La tecnocracia en el MMA 
permite diagnosticar el problema de contaminación atmosférica de manera eficiente y eficaz22. 
Los estudios del MMA sobre la contaminación atmosférica le otorga legitimidad y la autoridad 
para justificar normas más estrictas con el fin de proteger la salud de la ciudadanía (MMA, 
                                                        
15 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
16 P. Badenier, entrevista. 
17 P. Badenier, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
18 K. Lavoz, entrevista con autora, Santiago, 1 de agosto del 2017. 
19 M. I. Benítez, entrevista. 
20 S. Larraín, entrevista; J. Canals, entrevista; docente y juez (anónimo), entrevista; entre otros. 
21 J. Canals, entrevista. 
22 S. Ureta, entrevista. 
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2015, 25 de noviembre; Oke et al, 2017; Ragsdale et al, 2013). Esto igualmente permite tener 
todos los antecedentes para defender su postura en el Comité de Ministros mientras que otros 
ministerios “realmente muchas veces no tienen los antecedentes y caen de guata”23. La 
tecnocracia en el MMA provoca que este sea insular y que la temática de la contaminación 
atmosférica sea difícil de comunicar a otras instituciones o a individuos que no tienen el mismo 
dominio del tema24. 
 
Para que el anteproyecto sea aprobado por el Comité de Ministros, el AGIES debe demostrar 
que hay más beneficios que costos porque los costos son inmediatos para el sector empresarial 
y los beneficios para la sociedad de mediado a largo plazo (Downie, 2016; Nathanson, 2007; 
P. Badenier, entrevista; M. I. Benítez, entrevista). Hay ciertos beneficios éticos que son 
difíciles de demonstrar estadísticamente como “el valor de la vida y el valor que tiene en la 
sociedad tener ciudadanos más longevos”25. Por ende, el MMA busca mantener el balance entre 
la protección de la salud de la ciudadanía y del medio ambiente con la restricción de la actividad 
economía en la región: “mantener un equilibrio económico, político y social”26. La meta del 
PPDA para la RM para el Estado es reducir los episodios críticos con el fin de proteger la salud 
de la ciudadanía, no obstante, esto tiene un impacto económico a nivel regional27.  
 
El MMA no puede cumplir sus metas y objetivos en el diseño, implementación y evaluación 
del plan porque carece de personal técnico y de recursos presupuestarios. El PPDA para la RM 
no es un tema NIMBY para el gobierno (OECD/CEPAL, 2016; M. P. Martín, entrevista). Esto 
se observa al comparar el presupuesto del MMA para el año 2017 que es de 54.659.505, lo cual 
representa un 0,12% del presupuesto nacional mientras que el presupuesto del Ministerio de 
Economía, Turismo y Fomento es un 2,58% (DIPRES 2016; DIPRES, 2018a; DIPRES, 
2018b). La mayoría del gasto del plan es financiado por los ministerios sectoriales 
(OECD/CEPAL, 2016). Según el MMA, este no quiere tomar deudas y pedir prestamos al BID 
o al Banco Mundial28. Debido que el MMA en el segundo gobierno de Bachelet mantuvo el 
mismo número de funcionarios que en el gobierno anterior, este no pudo cumplir con los plazos 
impuestos por Contraloría mientras que realizaba 14 PPDA a nivel nacional29. El MMA sólo 
tiene el financiamiento para realizar AGIES y estudios y no para otras actividades (subsidiar 
                                                        
23 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
24 T. Ariztía, entrevista; S. Ureta, entrevista. 
25 M. I. Benítez, entrevista. 
26 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
27 R. Verdugo, entrevista. 
28 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
29 Ibíd. 
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completamente el recambio de calefactores, hacer campañas de medios y adquirir más 
funcionarios)30.  
La Superintendencia de Medio Ambiente (SMA) tiene el rol en el PPDA para la RM de 
fiscalizar que el MMA y los otros ministerios participantes estén implementando la política 
pública de manera eficiente y eficaz y regular la relación entre actividad económica y medio 
ambiente (P. Gutiérrez, entrevista; R. Verdugo, entrevista; BCN, 2017, 24 de noviembre). En 
esta investigación se logró descubrir que el SMA no fiscaliza de manera eficiente ni eficaz31. 
Esto se debe a la escasez del presupuesto, insuficientes fiscalizadores y descoordinación estatal 
entre instituciones. La escasez del presupuesto del SMA es menor que otras superintendencias 
de otros ministerios32.  
 
Hay sólo 20 fiscalizadores del SMA para el PPDA para la RM, por ende, no se puede 
monitorear constantemente las medidas33. María Ignacia Benítez, ministra del MMA durante 
el primer gobierno de Piñera, indicó que hay pocos fiscalizadores porque en comparación con 
el tema de la educación, el medioambiente es una prioridad menor: “es una prioridad, pero con 
los recursos que había”34. La insuficiencia de fiscalizadores de la SMA provoca que “la 
ciudadanía no tenga un cambio de cultura porque saben que no los van a dar una multa”35. La 
institucionalidad medioambiental chilena tiene un sistema regulatorio medioambiental 
eficiente pero como el SMA no impone restricciones, las medidas del plan tienen una eficiencia 
moderada (Gutman y López, 2017; Klein et al, 2016; SMA, 2014; OECD/CEPAL, 2016). Por 
estos motivos que el SMA depende predominantemente de los recursos economicos y humanos 
de los ministerios sectoriales para supervisar el cumplimiento del plan (M. P. Martín, 
entrevista; OECD/CEPAL, 2016).  
 
La dependencia hacia los otros ministerios sectoriales genera descoordinación institucional 
debido a la transversalidad del plan36. Por ejemplo, los canales institucionales entre el SMA y 
los otros ministerios son insuficientes para llevar a cabo la coordinación de fiscalización porque 
la comunicación es desfasada, inoportuna e incompleta37. Las denuncias de fiscalización de un 
organismo sectorial llegan al SMA con 7 horas de retraso y luego este debe “hacer la 
formulación de cargos, lo cual puede tomarse 1 o 2 meses, y luego el proceso puede llegar a 
tomar el año y medio”38. 
                                                        
30 S. Larraín, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; R. Jiliberto, entrevista con autora, Santiago, 13 de 
julio de 2017; S. Ureta, entrevista con autora, Santiago, 25 de julio de 2017; Y. De Negri, entrevista 
con autora, Santiago, 1 de agosto de 2017. 
31 P. Badenier, entrevista; M. P. Martín, entrevista; J. C. Muñoz, entrevista; S. Larraín, entrevista; M. I. 
Benítez, entrevista; entre otros entrevistados. 
32 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
33 P. Gutiérrez, entrevista; S. Larraín, entrevista. 
34 M. I. Benítez, entrevista. 
35 N. Huneeus, entrevista. 
36 P. Gutiérrez, entrevista. 
37 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
38 Ibíd. 
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El rol del Comité de Ministros es de alcanzar acuerdos cuando la propuesta de un nuevo PPDA 
toque intereses económicos, medioambientales y de salud y de aprobar el plan para que este 
sea enviado a la Contraloría para su aprobación final39. Los ministros en este comité “no operan 
en conjunto, es un reloj que no funciona”40. Existe disenso para diseñar e implementar el PPDA 
para la RM, el Ministerio de Economía está de un lado y el Ministerio de Salud por el otro y 
esta relación se describe como una “guerra de todo tipo”41. El MMA se enfrenta a obstáculos 
cuando propone al Comité que el plan tenga mayores regulaciones de servicios públicos y 
privados asociados a temáticas económicas a pesar que esta tendría beneficios para la salud de 
la ciudadanía y fomentaría la economía verde42. Debido que el MMA “se encierra en su propio 
lenguaje, su propia cultura, que no es fácil, que es un lenguaje particular que manejan ciertas 
personas” este dificulta la comunicación entre el MMA y el Comité de Ministros43.  
 
Según María Ignacia Benítez, el MMA tiene que ir preparado a defender todas las propuestas 
elaboradas en el anteproyecto del plan, por ende: 
 
“es lanzarse con todo, o sea… Y ser bien cara dura, porque sabe que le van a ir 
quitando cosas. Entonces se lanza un plan bien fuerte y como todo en la vida hay que 
ceder algunas cosas para lograr aprobar un plan.  (…) Se dejan unas, se aprueban otras, 
y así se logra un consenso entre los que participó un montón de gente y que finalmente 
se termina siendo un plan enorme”44. 
   
 
Una vez que el plan se implementa, los demás ministerios no pueden discutir sobre su 
contenido45. Los gremios de energía y transporte tienen una voz significativa en el momento 
que el Comité de Ministros dialogan entre sí46. Es difícil conseguir consenso entre estas dos 
miradas sectoriales, no obstante, la balanza tiende ir hacia el MINSAL más que los ministerios 
productivos47. Existen responsabilidades sectoriales compartidas entre ministerios para la 
implementación y fiscalización del plan48.  
  
En la implementación y fiscalización del plan participan el Ministerio de Agricultura; el 
Ministerio de Educación; el Ministerio de Energía; el Ministerio de Hacienda; el Ministerio de 
Obras Públicas; el Ministerio de Salud; el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones 
(MTT) y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (BCN, 2017, 24 de noviembre; MMA, 2016c). 
Los ministerios que más contribuyen en la implementación y fiscalización del plan es el 
                                                        
39 P. Badenier, entrevista; R. Jiliberto, entrevista. 
40 M. P. Martin, entrevista. 
41 P. Gutiérrez, entrevista; R. Verdugo, entrevista. 
42 J. Canals, entrevista. 
43 Ibíd. 
44 M. I. Benítez, entrevista. 
45 Ibíd. 
46 P. Gutiérrez, entrevista; R. Verdugo, entrevista. 
47 R. Verdugo, entrevista. 
48 Ibíd. 
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MINSAL y el MTT49. Existe una mayor complicación de establecer, de designar funciones 
entre el MINSAL y el MMA, en comparación con el MMA y MTT debido a la reducción de 
competencias50.  
 
Según María Ignacia Benítez: 
 
“la CONAMA era un ente independiente pero antes de la CONAMA, el Ministerio 
de Salud veía todo. Hacían las normas, controlaban, fiscalizaban, hacia todo. Se crea 
la CONAMA y le quitan ciertas cosas.  Al Ministerio nunca le gustó la 
descompetencia. Ya, entonces, se crea el Ministerio de Medio Ambiente, sí y viene 
otra pelea que es de quitarle más competencias. De hecho, yo logre un acuerdo con 
Mañalich en ese momento, de quitar…de sacar el Ministerio de Salud la visión que 
ellos tenían sobre la Red de Monitoreo de Calidad el Aire, encontraba que no había 
ni pies ni cabeza que estuviera el Ministerio de Salud, sí el Ministerio de Medio 
Ambiente. Y costó…no me costó con Mañalich, él estaba de acuerdo, pero para 
abajo había un montón de gente que al final te va poniendo cortapisas y no 
quieren…y no quieren…y finalmente lo sacamos”51. 
 
La Intendencia de la RM tiene el rol en el plan de decretar el episodio critico y de contribuir 
en la implementación del plan (MMA, 2017; P. Badenier, entrevista). Según Sara Larraín, el 
organismo coordinador del PPDA para la RM es la Intendencia52. La SEREMI del MMA de la 
RM informa diariamente al Intendente de la RM sobre la calidad del aire y cuando este 
pronostica un episodio critico, este le informa a la Intendencia y luego esta institución decreta 
el tipo de episodio (alerta ambiental, pre-emergencia o emergencia) a través de una resolución 
exenta y es comunicado a los ministerios sectoriales (MMA, 2016c; P. Badenier, entrevista). 
Según el alcalde de Santiago, las temáticas relacionadas con el PPDA se comunican con el 
Intendente y no con el MMA53.  
Las municipalidades tienen un rol limitado en el PPDA para la RM (OECD/CEPAL, 2016). El 
PPDA para la RM sería más eficiente si las municipalidades tuviesen un rol más activo y con 
más poder de toma de decisión que el Comité de Ministros54. Su único rol es en el diseño y en 
la implementación del plan: estudios de evaluación de impacto ambiental, declaraciones de 
impacto ambiental, resoluciones de calificación ambiental, AGIES, enviar quejas de sus 
residentes sobre infracciones medioambientales al MMA o al SMA y elaborar talleres 
informativos en conjunto con el MMA (Ilustre Municipalidad de Santiago, 2018; K. Lavoz, 
entrevista; OECD/CEPAL, 2016).  
                                                        
49 M. I. Benítez, entrevista. 
50 Ibíd. 
51 Ibíd. 
52 S. Larraín, entrevista. 
53 F. Alessandri, entrevista con la autora, Santiago, 2 de agosto del 2017.  
54 P. Badenier, entrevista. 
 
35 
El MMA tiene conversaciones relevantes con el Intendente más que con los alcaldes debido a 
la dificultad de reunir los 52 alcaldes de la RM en una sola reunión55. Según el alcalde de la 
comuna de Santiago, el ministerio nunca lo ha contactado por la temática del PPDA para la 
RM56. Según él: “nunca han venido a ver, nunca me han escrito, nunca me han llamado”57. El 
MMA sí tiene una relación directa con los equipos técnicos de las municipalidades más que 
con los alcaldes “a menos que tengan algún proyecto o conflicto emblemático”58. Por ende, el 
equipo técnico de la municipalidad de Santiago sí tuvo contacto con el MMA y sí recibió 
oficios desde el MMA (ibíd.).   
 
El Segundo Tribunal Ambiental es la representación de la Corte Suprema en materia ambiental, 
donde tiene el rol de implementar sanciones y gestionar las demandas ciudadanas59. Este apoya 
el trabajo de la SMA y permite sancionar de manera más eficaz y eficiente60. En este tribunal 
no se apela por aire limpio, se realiza demandas judiciales por “la ilegalidad de los actos por la 
contaminación o pueden ir por una demanda por daño ambiental”61. Tiene competencias de 
observar si el PPDA para la RM es un plan ilegal “por cierto determinados motivos y se ve si 
hay una ilegalidad o una legalidad”62.  
 
La Contraloría, específicamente el Contralor, es un actor significativo en el PPDA para la RM 
porque elabora sumarios administrativos, denuncia atrasos e incumplimientos del plan, verifica 
y aprueba que el diseño final de este cumpla con la ley 19.300 (Campos, 2013, 10 de agosto; 
M. P. Martín, entrevista; M. I. Benítez, entrevista). El nuevo plan debía estar operativo a partir 
del 3 de abril del 2017, no obstante, debido a los atrasos del MMA y que este retirara dos veces 
el plan de la Contraloría, sólo entró en operación el 1 de mayo del 2018 (Pinto, 2017, 3 de abril; 
Gajardo, 2018, 1 de mayo). Sólo a través de la “gestión” del MMA que un PPDA es aprobado 
por el Contralor porque este no tiene un plazo especifico para aprobar un plan63. Si nadie 
pesquisa sobre el desempeño de la Contraloría, el PPDA “duerme”64. Además, existe una 
relación no productiva entre la Contraloría y el MMA65. Este se demoró 10 meses en aprobar 
la cuarta versión del plan porque el MMA se retrasó 10 meses en entregar el plan definitivo66.  
 
El poder legislativo no tiene un rol en el PPDA67. Puede ocurrir que haya senadores o diputados 
que se quejan por la eficiencia del plan, pero estos no tienen un rol en el diseño, implementación 
                                                        
55 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), correspondencia personal. 
56 F. Alessandri, entrevista. 
57 Ibíd. 
58 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), correspondencia personal. 
59 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
60 Ibíd. 
61 Ibíd. 
62 Ibíd. 
63 M. I. Benítez, entrevista. 
64 funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
65 Ibíd. 
66 Ibíd. 
67 J. Rathgeb, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
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o evaluación del plan68. Los partidos políticos como el Partido Ecologista Verde, el PDC 
(Partido Demócrata Cristiano), el PPD (Partido por la Democracia), Revolución Democrática 
o la coalición política Frente Amplio tratan de impulsar temáticas verdes y la importancia de 
establecer numerosos PPDA a nivel nacional69. Cuando Eduardo Frei Ruiz-Tagle era senador 
del PDC, él promovió el primer PPDA para la RM (Frei, 2003, 25 de septiembre). Mientras 
que el PPD, a través de su senador Guido Girardi, ha sido un defensor de la temática de calidad 
del aire de la RM durante las últimas dos décadas70. 
 
Ha existido una influencia de parte de organizaciones internacionales, como la OMS, la OECD, 
la OPS (Organización Panamericana de la Salud) quienes entregan sus recomendaciones para 
mejorar el PPDA para la RM (MMA, 2014c; R. Cerda, entrevista; OECD/CEPAL, 2016). Estas 
ejercen presión al Estado de Chile para que elabore normativas ambientales más restrictivas, 
pero como los tratados internacionales de materia ambiental no son vinculantes, esta no tiene 
un efecto soberano sobre el PPDA para la RM71.  Existe una estrecha relación entre el MMA y 
los MMA latinoamericanos y con la organización gubernamental estadounidense EPA 
(Environmental Protection Agency, Agencia de Protección Ambiental)72. Es difícil que Chile 
firme un tratado internacional sobre normar la contaminación atmosférica porque las fuentes 
de estas son heterogéneas73. Sin embargo, sin un tratado internacional, es difícil que el Estado 
de Chile se preocupe por la contaminación atmosférica74.  
 
En esta tesis se considera que hay cuatro diversos agentes participantes: las ONG; el sector 
empresarial; la sociedad civil y la academia. Chile Sustentable es la única ONG que se 
preocupa por el tema de la contaminación atmosférica en la RM. Greenpeace no trabaja en esta 
temática porque este busca proteger la flora y fauna chilena y no proteger la salud de las 
personas75.  Chile Sustentable “tiene una gestión de lobby ciudadano en el Parlamento, a nivel 
de Senado y la Cámara de Diputados”76. Es liderado por Sara Larraín y se comunica hacia el 
MMA a través de emails, llamados telefónicos, audiencias y además apoya al SMA en 
denunciar incumplimientos del plan por el sector empresarial al SMA (Downie, 2016; S. 
Larraín, entrevista). Ella descubrió, a través de una consultoría, que el “90% de los proyectos 
que tienen resolución de calificación ambiental con requisitos, condiciones de compensación, 
por material particulado y otros, no están compensando77. La ONG Chile Sustentable se opone 
                                                        
68 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
69 R. Cerda, entrevista. 
70 Ibíd. 
71 E. Figueroa, entrevista con autora, Santiago, 24 de julio de 2017; D. Cáceres, entrevista. 
72 J. Canals, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
73 J. Canals, entrevista. 
74 J. Rathgeb, entrevista. 
75 T. Ariztía, entrevista con autora, Santiago, 2 de agosto de 2017; E. González, 2017, correspondencia 
personal, 2 de agosto de 2017. 
76 R. Cerda, entrevista. 
77 S. Larraín, entrevista. 
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frecuentemente con el MMA porque no concuerda con el modelo de desarrollo económico del 
país78.   
 
El sector empresarial en este plan está compuesto por los gremios de la SOFOFA (Sociedad de 
Fomento Fabril) y las PYMES (Pequeñas y Medianas Empresas). La participación de las 
PYMES a diferencia de la SOFOFA es menor porque son empresas pequeñas, con menos 
conocimiento acerca de la contaminación atmosférica y con menos recursos79. Los gremios 
tienen más conocimiento sobre el plan en comparación con Chile Sustentable, las PYMES o la 
sociedad civil porque tienen muchos intereses directos involucrados por lo que invierten 
profusos recursos en su Comisión de Medio Ambiente y en el Centro de Medio Ambiente de 
la SOFOFA80.  
 
Desde el primer PPDA para la RM, la SOFOFA y distintos gremios empresariales (transporte, 
forestales, leña, maquinaria, de construcción, importadores de automóviles, metalúrgicas, entre 
otras) han cuestionado las medidas del plan (Klein et al, 2016; W. Bustamante, entrevista; R. 
Cerda, entrevista; J. Canals, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; Y. De Negri, entrevista). Ellos 
indican que el plan es innecesario, que no es gradual, que es muy exigentes y que el MMA no 
debería seguir las recomendaciones de la OMS (MMA, 2014c; MMA, 2014e). El sector 
empresarial se debe adaptar al plan y absorber los costos, no el Estado81. Los PPDA para la 
RM han obligado a las empresas y gremios de desarrollar e invertir en la economía verde y de 
desarrollo sostenible82. Hay más de cien gremios chilenos que han incorporado los Acuerdos 
de Producción Limpia (APL) (O’Ryan, 2017).  
 
A través de la Ley del Lobby existe mayor transparencia entre la relación entre la SOFOFA y 
los gremios empresariales con el Estado chileno83. Previa a la Ley de Transparencia, las 
audiencias eran gestionadas por el Jefe de Gabiinete84. En las audiciencias, se comunicaban 
más con las empresas que con la sociedad civil, fundaciones o ONG85. Según el jefe de medio 
ambiente del gremio ELECMETAL, la comunicación entre su gremio y el MMA es “100% 
formal”86. Estos actores tienen poder económico que les permite mayor acceso y comunicación 
informal con cualquier funcionario de gobierno o actor político87. 
 
La sociedad civil tiene varias instancias para participar en el PPDA para la RM. Durante el 
diseño del plan, la sociedad civil participa en el Consejo Consultivo Permanente, en conjunto 
                                                        
78 M. I. Benítez, entrevista. 
79 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
80 T. Ariztía, entrevista, Santiago, 2 de agosto de 2017; P. Badenier, entrevista. 
81 P. Badenier, entrevista; M. I. Benítez, entrevista. 
82 P. Badenier, entrevista. 
83 J. Rathgeb, entrevista; J. Canals, entrevista. 
84 M. I. Benítez, entrevista. 
85 Ibíd. 
86 J. A. Vargas, correspondencia personal, 8 de agosto de 2017. 
87 R. Jiliberto, entrevista; E. Figueroa, entrevista. 
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y entregan una opinión consultiva88. También está la consulta pública, donde se pública el 
expediente y el anteproyecto y se reciben consultas “vía web o vía formatos y formularios 
físicos”89. Durante el diseño del cuarto plan, la consulta pública duró 3 meses (5 de enero del 
2016 al 30 de marzo del 2016) y se recolectó 908 observaciones (MMA, 2016d). La consulta 
pública al ser en línea, aumenta la probabilidad que la ciudanía participe porque reduce los 
costos de ir físicamente al MMA o a la oficina de la OIRS del MMA y es un ejemplo de e-
democracia y de gobierno abierto (Marres, 2005; OECD, 2001). No obstante, Eugenio Figueroa 
indica que las consultas ciudadanas se realizan sólo para cumplir la ley, los documentos del 
plan están listos y el MMA no toman en cuenta la opinión pública90. 
 
El MMA no tiene “un plan comunicacional particular”91. No hay recursos en el MMA para 
llevar a cabo una campaña de medios porque este se requiere para llevar a cabo los estudios, 
por lo que el MMA no puede informar a la ciudadanía sin afectar su capacidad de 
legitimación92. En consecuencia, el MMA utiliza “mucho las redes de comunicación porque es 
más barato”93. Con el segmento de la sociedad que no está conectado al internet y que no tiene 
acceso a la prensa, se contactan vía la junta de vecinos94. El MMA realizó talleres informativos 
sobre el plan en 32 comunas porque no tenia la capacidad presupuestaria para realizar las 
actividades en todas las comunas de la RM95. La sociedad civil se comunica hacia el MMA a 
través de los OIRS, la consulta pública, solicitando una audiencia vía la Ley del Lobby y el 
MMA se comunica a la sociedad civil vía las redes sociales (Facebook, Instagram y Twitter), 
a través de la pagina del MMA y a través del app “Santiago Respira”96. El MMA tiene un 
problema de cómo manejar los comentarios en las redes sociales porque estos no tienen el 
mismo peso que un comentario en una consulta ciudadana o de un formulario de un OIRS97. 
El MMA tenia un funcionario que respondía los comentarios en las redes sociales y enviaba el 
vinculo a la plataforma de la consulta pública98.  
 
Cuando el plan se implementa, el Estado adquiere el monopolio respecto al funcionamiento de 
la política pública y los ciudadanos sólo contribuyen en el rol de denunciar incumplimientos y 
respetar las normativas del plan99. Hay ciudadanos que no respetan las normativas y prefieren 
pagar multas al SMA100. El ciudadano realiza quejas por la contaminación atmosférica en el 
SMA y establece demandas en el Segundo Tribunal Ambiental, por daños por la ilegalidad de 
                                                        
88 J. Canals, entrevista. 
89 Y. De Negri, entrevista. 
90 E. Figueroa, entrevista. 
91 P. Gutiérrez, entrevista. 
92 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
93 J. Canals, entrevista. 
94 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
95 K. Lavoz, entrevista. 
96 J. Canals, entrevista; Y. De Negri, entrevista. 
97 K. Lavoz, entrevista. 
98 Ibíd. 
99 P. Gutiérrez, entrevista; P. Badenier, entrevista. 
100 D. Cáceres, entrevista. 
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los actos por la contaminación o por daño ambiental (docente y juez (anónimo), entrevista; 
Graham, 2004).  
 
La academia tiene varios roles en el plan. Muchos ejercen como funcionarios públicos y 
colaboran en el diseño del plan (T. Ariztía, entrevista; Pinilla, 2012). Por ejemplo, Ricardo 
Irarrázaval, docente de la Universidad Católica fue subsecretario de Medio Ambiente durante 
el primer gobierno de Piñera101. La gran mayoría de los funcionarios del MMA estudiaron en 
la Universidad de Chile o en la Universidad Católica en generaciones similares102. Los 
académicos también asesoran al MMA a través de licitaciones, estudios, evaluaciones, AGIES 
y mediciones en la calidad del aire103. Frecuentemente, las observaciones encontradas en las 
asesorías por los expertos son rechazados por el ministerio104. La academia colabora en el 
Consejo Consultivo105.  
 
El MMA tiene un fluido dialogo con la academia. Hay académicos activos que se comunican 
de manera informal y formal con el MMA a través de emails, llamadas telefónicas, solicitudes 
de audiencia para conocer a otros funcionarios, incluso caminatas con funcionarios públicos106. 
Cuando numerosos académicos recomiendan una medida, el MMA acoge la recomendación107. 
También sucede lo mismo cuando el académico aparece en la prensa o en entrevistas 
televisivas108. Hay también académicos pasivos que se comunican con el MMA de manera 
formal y que no se sienten cómodos en indicar al MMA sobre las fallas en el plan109. Existen 
docentes que prefieren que el MMA descubra las fallas del plan a través de sus investigaciones 
en vez de contactar el ministerio personalmente110. Por ende, hay académicos “que se pierden” 
(que no trabajan en el MMA) porque no tienen capacidad política111. Hay individuos que posan 
como pseudo expertos y generan desconfianza en la relación entre la SOFOFA y el MMA112.  
 
Existe un desacuerdo entre los entrevistados sobre quien toma las decisiones en el diseño, la 
implementación y en la evaluación. Una postura es que el Comité de Ministros tiene la voz 
final sobre el plan113. Otros creen que la decisión final es decidida por el centro del gobierno, 
compuesto por el Ministerio de Interior, la SEGEGOB y el Ministerio de Hacienda114. Otros 
                                                        
101 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
102 Ibíd. 
103 E. Figueroa, entrevista; S. Ureta, entrevista; M. P. Martin, entrevista; D. Cáceres, entrevista. 
104 R. Jiliberto, entrevista. 
105 M. I. Benítez, entrevista. 
106 J. C. Muñoz, entrevista; W. Bustamante, entrevista. 
107 D. Cáceres, entrevista. 
108 Ibíd. 
109 R. Jiliberto, entrevista; S. Ureta, entrevista; T. Ariztía, entrevista. 
110 N. Huneeus, entrevista. 
111 J. Canals, entrevista. 
112 J. A. Vargas, correspondencia personal. 
113 W. Bustamante, entrevista; R. Cerda, entrevista; S. Larraín, entrevista; P. Badenier, entrevista; S. 
Ureta, entrevista. 
114 M. P. Martin, entrevista; J. Canals, entrevista. 
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opinan que es el presidente de turno quien tiene la voz final115. Felipe Alessandri indica que la 
SEGEGOB, la SEGPRES y el Ministerio de Hacienda es quien controla el MMA, no obstante, 
“si hay una presidenta o presidente que pone estos temas como prioritarios, todos los otros se 
alinean”116. 
 
Hay un consenso mayoritario de parte de los entrevistados que el MMA no tiene la voz final y 
no tiene la capacidad para liderar el plan. Esta postura es justificada por numerosos factores 
como su falta de atribuciones, falta de potestades, falta de presupuesto, su dependencia en otros 
ministerios y su baja relevancia política en la agenda presidencial117. El MMA sólo puede tener 
la capacidad de llevar a cabo plenamente el PPDA para la RM si tuviese el respaldo político 
de Presidencia118. 
 
En el PPDA para la RM, el MMA no tiene autonomía enraizada (Evans, 1995) por varios 
motivos. Como el plan es intersectorial y transversal, se genera un exceso de burocracia. Por 
ejemplo, la ley 19.300 obliga al MMA cumplir un exceso de instancias inapelables mientras 
que otros ministerios tienen menos instancias obligatorias para aprobar una política pública 
(MMA, 2014d; MMA, 2014f; funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), 
entrevista). Los PPDA no se renuevan cada cinco años como requiere la ley por el exceso de 
instancias119. La institucionalidad del MMA con respecto a este plan “está en pañales” porque 
no tiene la capacidad de toma de decisión debido que el plan es tan transversal120. 
 
Además, no hay lazos densos con todos los diversos agentes participantes, sólo con el sector 
empresarial: la SOFOFA y el CGC (compañía general de combustibles121. Nunca se diseña un 
PPDA para la RM sin consultar al sector empresarial y la opinión de la ciudadanía pesa menos 
que del sector productivo122. Adicionalmente, no hay buenas redes de conexión entre los 
ministerios porque el exceso de burocracia genera descoordinación dentro del MMA y entre 
las instituciones del Estado (P. Gutiérrez, entrevista; R. Verdugo, entrevista; S. Larraín, 
entrevista; Krellenberg et al, 2013). Según la OECD y la CEPAL (2016), existe una carencia 
de participación de agentes participantes y de coordinación interinstitucional. Muchas medidas 
no se conversan entre ministerios123. Adicionalmente, no ha existido una coordinación interna 
entre las instituciones del Estado con la CONAMA ni con el MMA124. 
 
                                                        
115 E. Figueroa, entrevista; D. Cáceres, entrevista. 
116 F. Alessandri, entrevista. 
117 W. Bustamante, entrevista; R. Cerda, entrevista; M. P. Martin, entrevista; D. Cáceres, entrevista; S. 
Ureta, entrevista. 
118 F. Alessandri, entrevista. 
119 R. Jiliberto, entrevista. 
120 S. Ureta, entrevista. 
121 R. Verdugo, entrevista. 
122 R. Jiliberto, entrevista. 
123 J. Canals, entrevista. 
124 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
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3.3 La ausencia de la sociedad civil en el PPDA para la RM 
En esta sección se escribirá sobre la ausencia de la sociedad civil en el PPDA para la RM. Se 
explicará los factores que inciden en por qué la ciudadanía no participa en esta política pública, 
luego se aplicará la teoría de ciclo de atención de temáticas (Downs, 1972) a este caso de 
estudio. La ley 19.300 y la ley 20.500 exige que los ciudadanos de la RM participen en el 
diseño del PPDA para la RM, sin embargo, hay una ausencia de estos actores en este proceso125. 
El primer factor es que la opinión de la ciudadanía en el Comité Técnico Ampliado y en la 
consulta pública es consultivo y no vinculante126. En consecuencia, debido a tal motivo, 
numerosos residentes deciden no participen en estas actividades127.  
 
La ausencia de la ciudadanía en este plan también se puede explicar a través del desencanto de 
los chilenos en la esfera pública. En el año 2012, se implementó la ley 20.568 donde establece 
el voto como voluntario y se inscribió automáticamente todos ciudadanos mayores de edad, 
aumentando el padrón electoral en un 63,8% (BCN, 2012, 23 de enero; SERVEL, 2018a). No 
obstante, a pesar de tener más libertades para votar, el ciudadano no cambió su comportamiento 
histórico e incluso hubo una reducción de votos de 36,2% en la segunda vuelta de las elecciones 
presidenciales del 2013 en comparación con las elecciones presidenciales del 2009 (SERVEL, 
2018a). El comportamiento del votante se mantuvo igual (alrededor de 7 millones de 
ciudadanos participaron) en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales del 2017 
(SERVEL, 2018b). En consecuencia, los individuos que fueron inscritos por primera vez en el 
padrón electoral no cambiaron su comportamiento, siguieron siendo ciudadanos pasivos (D. 
Cáceres, entrevista; Bang, 2005; Habermas, 1991; Johansson y Hvinden, 2005; Marres, 2005; 
Verba et al., 1971; Zheng y Liao, 2015). 
 
El ciudadano chileno es activo en temáticas medioambientales (reciclan y utilizan ampolletas 
eficientes) pero no es activo políticamente (Bell, 2016; Madu et al., 2017; Marquart-Pyatt, 
2016; Smith y Pangsapa, 2008; P. Badenier, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; F. Alessandri, 
entrevista). El promedio de aprobación de la ciudadanía sobre el manejo del medio ambiente 
por Sebastián Piñera en su primer gobierno fue de 42,06% y en el segundo gobierno de 
Michelle Bachelet fue de 39,45% (Adimark, 2013; Adimark, 2017). Sin embargo, entre 
noviembre de 2010 a agosto de 2017, el gráfico 2 demuestra que, en promedio, sólo 29,8% 
conocían quien era la ministra o ministro de medio ambiente.  
 
 
 
 
 
 
                                                        
125 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
126 M. I. Benítez, entrevista. 
127 Funcionario jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista. 
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Gráfico 2: Porcentaje de personas que conocen o que han oído hablar del 
titular del Ministerio de Medio Ambiente 
 
Gráfico realizado por investigadora utilizando datos de Adimark (2010, 2011, 2012, 2013, 
2014, 2015, 2016, 2017). 
 
 
El conocimiento de la ciudadanía sobre la temática es un factor adicional que afecta su 
participación en el PPDA para la RM. Según la OECD y la CEPAL (2016) y numerosos 
entrevistados128, este conocimiento es de elite, altamente técnico y sofisticado, donde el Estado 
chileno cree que el ciudadano promedio no logra comprender. Existe una discriminación 
económica por el conocimiento del tema: la educación pública chilena no otorga las 
herramientas para entender qué es la contaminación atmosférica y por qué es una amenaza para 
la salud, mientras que aquellos que asistieron a colegios privados y a la educación superior sí 
comprenden el tema129. Numerosos ciudadanos de la RM carecen de tiempo, información y 
recursos para entender el plan y como resultado, no participan (Marres, 2005; OECD, 2001; 
Przeworski, 1995; Whales y Nolan, 2014; Zheng y Liao, 2015).  
 
Adicionalmente, los funcionarios del MMA no tiene como prioridad informar a la ciudadanía 
sobre temáticas medioambientales y están consientes que los ciudadanos de la RM no 
entienden sobre el PPDA de su región130. Además, las ONG ambientales tienen problemas de 
financiamiento y no tienen los recursos para tomar el rol del MMA e informar a la ciudadanía 
sobre el plan131. Paralelamente, la falta de recursos del MMA genera que las redes sociales y 
                                                        
128 W. Bustamante, entrevista; R. Cerda, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; F. Reyes, entrevista; Y. 
De Negri, entrevista; T. Ariztía, entrevista. 
129 W. Bustamante, entrevista; E. Figueroa, entrevista; T. Ariztía, entrevista. 
130 P. Gutiérrez, entrevista; S. Larraín, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; Y. De Negri, entrevista; 
funcionario y jefe de departamento ministerial (anónimo), entrevista; entre otros entrevistados. 
131 R. Jiliberto, entrevista; S. Larraín, entrevista. 
21 19
36 34
39 40
29
32
29 30
26 26
36
31
24 26
0
5
10
15
20
25
30
35
40
45
no
vie
mb
re 
20
10
dic
iem
bre
 20
10
oct
ub
re 
20
11
no
vie
mb
re 
20
11
ago
sto
 20
12
sep
tie
mb
re 
20
12
no
vie
mb
re 
20
13
dic
iem
bre
 20
13
oct
ub
re 
20
14
no
vie
mb
re 
20
14
oct
ub
re 
20
15
no
vie
mb
re 
20
15
oct
ub
re 
20
16
no
vie
mb
re 
20
16
jul
io 
20
17
ago
sto
 20
17
 
43 
las consultas públicas sean los únicos espacios para informar a la ciudadanía sobre el PPDA 
para la RM132. Estos no son espacios que informen 100% sobre la temática y no tiene un alcance 
a todos los residentes de la región133. Es un problema político para el MMA, comunicar sobre 
la problemática de la contaminación atmosférica a la ciudadanía porque el funcionario 
tecnócrata no tiene la capacidad de relacionar el conocimiento y la política o explicar por qué 
los individuos deben respetar las normas impuestas134.  
 
Además, los residentes de la RM no participan en este plan porque no consideran este como un 
tema NIMBY de manera periódica (Darvili, 2008; Downie, 2016; S. Ureta, entrevista). La 
prioridad principal del chileno promedio no es el medioambiente: es la educación, la salud, las 
pensiones, entre otros temas (J. Rathgeb, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; OECD, 2001; 
Przeworski, 1995; S. Larraín, entrevista; Y. De Negri, entrevista). El ciudadano conceptualiza 
medioambiente con el entorno inmediato135. Por consiguiente, un problema medioambiental 
NIMBY es la construcción de una termoeléctrica en su comunidad más que la contaminación 
atmosférica136. La contaminación atmosférica solía ser un tema NIMBY de manera permanente 
para los residentes de la RM137. Sin embargo, debido a su reducción substantiva en las ultimas 
dos décadas, parte de la sociedad civil considera la contaminación atmosférica como tema 
NIMBY durante el invierno y otros no lo consideran como tema NIMBY porque se habituaron 
a la contaminación138.  
 
Un factor adicional es la ausencia de ciudadanos en la RM protestando en las avenidas 
principales de la capital por aire limpio139. Nadie reclama ante el Segundo Tribunal Ambiental 
por aire limpio140. Debido al éxito en protestas anteriores (contra Hidroaysén o el lucro en la 
educación superior), una protesta masiva permitiría establecer esta temática en la agenda de 
gobierno141. La temporalidad de la contaminación atmosférica no permite suficiente tiempo 
para convocar la ciudadanía y movilizarla por este tema142. 
 
Se puede aplicar la teoría de ciclo de atención de temáticas en el caso del PPDA para la RM 
para explicar por qué la sociedad civil esta temporalmente activa durante invierno y ausente 
durante la primavera, verano y otoño (Downs, 1972). La comunidad emergente, compuesto por 
la prensa, la presencia de Sara Larraín y la ONG Chile Sustentable surge en invierno, 
específicamente, después de numerosos episodios críticos invierno143. Ahí, la prensa levanta la 
                                                        
132 J. Canals, entrevista. 
133 K. Lavoz, entrevista. 
134 J. Canals, entrevista; P. Badenier, entrevista. 
135 P. Gutiérrez, entrevista. 
136 R. Cerda, entrevista. 
137 J. C. Muñoz, entrevista. 
138 P. Badenier, entrevista. 
139 J. Rathgeb, entrevista. 
140 Docente y juez (anónimo), entrevista. 
141 M. P. Martín, entrevista; S. Ureta, entrevista. 
142 M. P. Martín, entrevista; S. Larraín, entrevista. 
143 S. Ureta, entrevista. 
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temática y se convierte en un tema relevante para la ciudadanía144. El interés de la sociedad 
civil hacia la contaminación atmosférica aumenta a medida que se incrementan paralelamente 
las enfermedades respiratorias, las restricciones vehiculares y los episodios críticos145. 
 
Los funcionarios del MMA coinciden que el residente promedio de la RM no se preocupa 
anualmente sobre esta temática: “la gente no le importa. No es que no le importe, la gente le 
importa el invierno, el resto del año le da lo mismo”146. La temporalidad del invierno es 
utilizada por el MMA para generar conciencia sobre la temática e incrementar el lobby para 
establecer normas más estrictas147. Cuando llega septiembre y se mejora el clima, este tema 
deja de ser relevante para la opinión pública, la sociedad civil “se olvida”148. En consecuencia, 
Sara Larraín, su ONG Chile Sustentable y el MMA trabajan arduamente durante las tres otras 
estaciones con el fin de avanzar en las normativas antes del despertar de la ciudadanía el 
próximo invierno. 
 
Se ha podido demonstrar en este capitulo que la falta de presupuesto y liderazgo de parte del 
MMA y la ausencia de coordinación entre los ministerios participantes genera desorganización 
en el PPDA para la RM. En consecuencia, esto provoca que el plan sea moderadamente 
eficiente y eficaz. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                        
144 Ibíd. 
145 M. P. Martín, entrevista; P. Badenier, entrevista; S. Ureta, entrevista; M. I. Benítez, entrevista; Y. 
De Negri, entrevista. 
146 M. I. Benítez, entrevista. 
147 J. Canals, entrevista; S. Ureta, entrevista; Y. De Negri entrevista; K. Lavoz, entrevista. 
148 Y. De Negri, entrevista. 
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Conclusión 
 
En esta sección final, se responderá las tres preguntas particulares y se observara si sus 
hipótesis son validadas o rechazadas. Luego, se responderá la pregunta central de esta tesis y 
se refutará o aceptará la hipótesis central. Seguidamente, se narrará sobre la presencia de teorías 
y conceptos en esta investigación. Después, se indicarán recomendaciones para mejorar el plan 
y para investigaciones académicas a futuro en base a los estudios y del material recolectado de 
los entrevistados. La primera pregunta particular es: ¿qué tipo de medios de comunicaciones 
existen entre el MMA y la sociedad civil? La hipótesis es: debido a las nuevas tecnologías, la 
Ley de Transparencia y la Ley del Lobby, la sociedad civil preferirá comunicarse con el 
Ministerio de Medio Ambiente a través de plataformas electrónicas. Se acepta esta hipótesis 
porque a través de estos medios electrónicos, existe una mayor incidencia en participación 
ciudadana con el MMA en comparación con la época donde el gobierno no tenía las 
características de e-democracia ni de gobierno abierto. Estas nuevas actividades permiten 
realizar actividades en línea tales como participar en la consulta publica online, rellenar 
formularios de la OIRS, solicitar audiencias vía la plataforma web de la ley del lobby y 
comunicarse con el MMA a través de redes sociales. Asimismo, estos son ejemplos de e-
democracia y de gobierno abierto indicado por Marres (2005). Este caso de comunicación entre 
sociedad civil al MMA, pareciera apoyar la tesis de Verba, Nie y Kim (1971) en el sentido que 
cuando la ciudadanía comunica sus inquietudes a sus representantes, esto representa una forma 
de participación política. 
 
La segunda pregunta particular es: ¿qué factores inciden para que la sociedad civil exija al 
MMA que el PPDA para la RM sea eficiente y eficaz? Y su hipótesis es: la llegada del invierno 
en la RM es el factor determinante para que la sociedad civil exija al MMA que esta política 
pública sea eficiente y eficaz. Esta hipótesis se acepta. En este caso, se puede aplicar el 
concepto de ciudadano desencantado políticamente. Este concepto proviene de Habermas 
(1991), Marres (2005) y Verba, Nie y Kim (1971). Además, se puede aplicar el concepto 
NIMBY (Darvili, 2008; Gu, 2016; entre otros autores) para explicar por qué el ciudadano de 
la RM exige sólo en invierno al MMA que el plan sea eficiente y eficaz. También se puede 
aplicar la teoría de ciclo de atención de temáticas (Downs,1972) para explicar este 
comportamiento ciudadano. En invierno, la contaminación atmosférica se convierte en un tema 
NIMBY porque se generan numerosos episodios críticos que amenazan la salud de la 
ciudadanía y limita sus libertades privadas. Adicionalmente, durante esta estación, la prensa 
instaura el tema en la opinión pública, lo cual moviliza la comunidad emergente y la sociedad 
civil para exigir soluciones al MMA.  Cuando desaparece este factor y llega la primavera, la 
contaminación atmosférica deja de ser una amenaza y la sociedad civil se olvida del PPDA 
para la RM hasta el próximo invierno.  
 
La tercera pregunta particular es: ¿cómo la cultura tecnocrática chilena afecta la autonomía del 
MMA para diseñar, implementar y evaluar el PPDA para la RM? La hipótesis es: la cultura 
tecnocrática chilena explica que, a mayor autonomía del Ministerio del Medio Ambiente para 
implementar el PPDA, menor será la efectividad de la política pública”. Esta hipótesis se 
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mantiene debido que la cultura tecnocrática chilena en los funcionarios del MMA provoca que 
tengan dificultad en comunicarse con otros actores del plan. Los funcionarios del MMA 
manejan un conocimiento muy sofisticado y tienen una reducida capacidad política para 
comunicarse con los agentes participantes. Por ende, si el MMA tuviese mayor autonomía, 
entendiendo esta como autonomía enraizada, concepto que origina de Peter Evans (1995), 
significaría que tendría una mayor capacidad para implementar y delegar el plan entre los 
ministerios y los agentes participantes. Sin embargo, si el contenido del diálogo de los 
funcionarios del MMA no se simplifica para que pueda ser comprendido entre todos los actores 
participantes del plan durante la implementación del plan, el plan será menos eficiente.   
 
La pregunta principal que buscaba responder esta tesis es: ¿qué canales de comunicación y 
participación existen entre los formuladores de política pública y los agentes participantes en 
el marco del diseño, implementación y evaluación del PPDA para la RM? La hipótesis central 
es: debido a los intereses de los gremios y las agendas de distintos ministerios, existen canales 
más efectivos de comunicación entre estos y el MMA en comparación con la comunicación 
entre el MMA, las ONG, la sociedad civil y la academia. Como se pudo demonstrar a través 
del capítulo 3 y de las respuestas obtenidas por los entrevistados, la SOFOFA y la CGC ejercen 
una influencia significativa en el Comité de Ministros a través de sus contactos, poder 
económico y conocimiento en la temática. Este comportamiento va de acorde con la literatura 
académica (Howlett et al., 2009; Nathanson, 2007; Rich, 2004). La SOFOFA y la CGC 
participan en todas las instancias del plan y existe comunicación informal y formal entre estos 
dos gremios y el MMA. Ninguna opinión de estos cuatro agentes participantes es vinculante. 
Sin embargo, el MMA siempre va a consultar la opinión de la SOFOFA y la CGC mientras 
que no lo haría con la academia, la sociedad civil o la ONG Chile Sustentable.  
 
El MMA tiene una buena relación con la academia chilena en relación a este plan. El académico 
pasivo sólo tiene una relación formal con el MMA mientras que el activo tiene una relación 
formal e informal. Ambos tipos de académicos participan en cada etapa del plan y sus 
comportamientos concuerda con la literatura académica (MacRae y Whittington, 1997; 
Heipertz et al., 2010; Karvonen y Brand, 2016; MacRae y Whittington, 1997; Rich, 2004). El 
MMA tiene una relación templada con la ONG Chile Sustentable porque estos dos actores 
frecuentemente tienes visiones de desarrollo sustentable disimilares. Se puede aplicar la teoría 
de Downie (2016) para describir a Sara Larraín como un individuo que toma el liderazgo en la 
temática y moviliza su ONG para presionar sobre normativas más rígidas en la Cámara de 
Senado, la Camera de Diputados y al MMA. Se debe destacar que las ONG más grandes como 
Greenpeace no están presentes en este plan. Además, se puede observar la premisa de Whales 
y Nolan (2014) que las ONG, en este caso, Chile Sustentable, tienen más facilidades que un 
ciudadano promedio para otorgar su opinión a los representantes políticos. Esto se justifica 
porque esta ONG tiene más contactos y recursos financieros en comparación con el ciudadano 
promedio de la RM.  
 
La relación entre la sociedad civil y el MMA en relación al PPDA para la RM es templada. 
Existe e-democracia y gobierno abierto y esto ha mejorado el dialogo entre estos dos actores. 
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Sin embargo, no hay una participación masiva de parte de los residentes de la RM en el diseño, 
implementación y evaluación del plan y esto se justifica por su carencia de tiempo, recursos y 
conocimiento sobre la contaminación atmosférica. El comportamiento del ciudadano de la RM 
en relación al PPDA para la RM es semejante a las observaciones en la literatura académica 
sobre participación ciudadana en otros países (Marres, 2005; OECD, 2001; Przeworski, 1995; 
Whales y Nolan, 2014; Zheng y Liao, 2015). Además, la contaminación atmosférica no es un 
tema NIMBY para los residentes de la RM de manera periódica y, por lo tanto, no están 
involucrado en el plan permanentemente a diferencia de los otros tres agentes participantes. 
Consiguientemente, se puede concluir que el sector empresarial tiene canales de comunicación 
más efectivos y eficientes en comparación con la academia, la sociedad civil o la ONG Chile 
Sustentable. 
 
Existe un consenso, tanto de los individuos entrevistados, tanto de los estudios de la OECD, la 
CEPAL y del Banco Mundial, en el sentido que se debería aumentar el presupuesto del MMA. 
De esta forma, el MMA podría financiar más políticas públicas de desarrollo sustentable (como 
el recambio de calefactores). También se reduciría la dependencia del MMA de los ministerios 
sectoriales. Asimismo, al incrementar el número de funcionarios (en el MMA al igual que el 
SMA), la eficiencia y eficacia del plan aumentaría. Conjuntamente, los individuos 
entrevistados concuerdan que el MMA necesita tener más liderazgo para aumentar la eficiencia 
y eficacia del plan. Por ende, ellos sugirieron que la aprobación final del plan debería depender 
del Ejecutivo de turno y no del Consejo de Ministros. El material recolectado de las entrevistas 
indica que existe una descoordinación entre los aparatos estatales y dentro del MMA. En 
consecuencia, los entrevistados sugirieron que se debería crear un departamento en la 
Presidencia que supervise la implementación y la fiscalización de todas las políticas públicas 
intersectoriales del país, incluyendo el PPDA para la RM. Existe un consenso entre los 
entrevistados que el Ejecutivo debería apoyar al MMA en sus políticas públicas para que todos 
los otros ministerios estén enfocados en cumplir los mismos objetivos. La última 
recomendación que surge del estudio y del material recolectado de los entrevistados, es que, 
para aumentar la participación ciudadana en el plan, el Estado debe priorizar la educación 
medioambiental y la cultura cívica en el currículo escolar e implementar talleres informativos 
mensuales sobre el plan en todas las municipalidades de la RM con el fin de tener ciudadanos 
informados y activos políticamente.  
 
Como resultado de esta investigación, se pudo comprobar la presencia de la teoría de ciclo de 
atención de temáticas (Downs, 1972) y la ausencia de la teoría de autonomía enraizada (Evans, 
1995). También se comprobó la presencia del concepto NIMBY, el concepto de e-democracia 
y de gobierno abierto. Durante esta investigación, se pudo observar que hay más artículos 
académicos publicados sobre este plan desde el campo de la medicina más que del campo de 
la administración pública. En consecuencia, se recomienda elaborar más artículos académicos 
desde la segunda perspectiva. Finalmente, se recomienda elaborar estudios comparativos que 
comparen la eficiencia y eficacia de las políticas públicas de gestión de calidad del aire en 
grandes urbes como Santiago, Ciudad de México, Beijing, entre otras. 
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Metropolitana, 
Chile.  Jueves, 6 de 
julio del 2017. 
36:00 
Rubén 
Verdugo 
Químico.  Jefe de División de 
Fiscalización de la Superintendencia 
del Medio Ambiente durante el 
segundo gobierno de Michelle 
Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Jueves, 6 de 
julio del 2017. 
36:00 
Jorge Canals 
Abogado.  Subsecretario del Ministerio 
de Medio Ambiente durante el segundo 
gobierno de Michelle Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
42:35 
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Chile.  Viernes, 7 de 
julio del 2017. 
Rodrigo 
Jiliberto 
Economista.  Profesor de la 
Universidad Central de Chile y director 
de la Consultoría TAU Group. 
Providencia, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Jueves, 13 de 
julio del 2017. 
51:22 
Sara Larraín 
Esteticista y Profesora de Artes 
Plásticas.  Directora de la ONG Chile 
Sustentable.  Fue Directora de 
Greenpeace. 
Ñuñoa, Región 
Metropolitana, 
Chile.   Miércoles, 19 
de julio del 2017. 
56:46 
Eugenio 
Figueroa, PhD 
Veterinario.  Doctor (PhD) en 
Economía.  Profesor de la Universidad 
de Chile. Director del Departamento de 
Economía de la Universidad de Chile. 
Director del Centro de Economía de los 
Recursos Naturales y el Medio 
Ambiente (CENRE). Director del 
Centro de Economía Sustentable y 
Cambio Climático (CESUCC). 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Lunes, 24 de 
julio del 2017. 
53:34 
Pablo 
Badenier 
Biólogo Marino. Profesor de la 
Universidad de Valparaíso.  Fue 
Ministro de Medio Ambiente durante 
el segundo gobierno de Michelle 
Bachelet. 
Providencia, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Lunes, 24 de 
julio del 2017. 
1:03:25 
Sebastián 
Ureta, PhD 
Sociólogo.  Doctor (PhD) en Medios y 
Comunicaciones.  Profesor de la 
Universidad Alberto Hurtado. 
Investigador Asociado NUMIES 
(Núcleo Milenio de Investigación en 
Energía y Sociedad). 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Martes, 25 de 
julio del 2017. 
54:45 
Dante 
Cáceres, PhD 
Veterinario.  Doctor (PhD) en Gestión 
y Ordenamiento 
Ambiental.  Posdoctorado en 
Epidemiologia Ambiental.  Profesor de 
la Universidad de Chile. 
Independencia, 
Región Metropolitana, 
Chile.  Miércoles, 26 
de julio del 2017. 
1:32:50 
María Ignacia 
Benítez 
Ingeniera Civil Química. Directora 
Independiente de COLBUN. 
Representante de COLBUN ante la 
SOFOFA (Sociedad del Fomento 
Fabril).  Fue Ministra de Medio 
Ambiente durante el primer gobierno 
de Sebastián Piñera. 
Las Condes, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Jueves, 27 de 
julio del 2017. 
56:18 
Francisca 
Reyes, PhD 
Cientista Política.  Doctora (PhD) en 
Relaciones Internacionales.  Profesora 
de la Universidad Católica, 
Macul, Región 
Metropolitana, 
14:33 
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Coordinadora del Centro Asesor de 
Medio Ambiente (GAMA). 
Chile.   Martes, 1 de 
agosto del 2017. 
Karen Lavoz 
Profesora de Historia y Ciencias 
Sociales. Jefa del departamento del 
Fondo de Protección Ambiental, 
Ministerio de Medio Ambiente durante 
el segundo gobierno de Michelle 
Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Martes, 1 de 
agosto del 2017. 
1:03:30 
Yovanka De 
Negri 
Geógrafa. Jefa del departamento de 
Participación Ciudadana, Ministerio de 
Medio Ambiente durante el segundo 
gobierno de Michelle Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Martes, 1 de 
agosto del 2017. 
1:03:30 
Tomas 
Ariztía, PhD 
Sociólogo, Doctor (PhD) en 
Sociología.  Profesor de la Universidad 
Diego Portales; Investigador Asociado 
NUMIES (Núcleo Milenio de 
Investigación en Energía y Sociedad). 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Miércoles, 2 de 
agosto del 2017. 
37:16 
Felipe 
Alessandri 
Abogado. Alcalde de la Municipalidad 
de Santiago.  Director de la Dirección 
de Gestión Ciudadana durante el 
primer gobierno de Sebastián Piñera. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Miércoles, 2 de 
agosto del 2017. 
16:27 
Juan Agustín 
Vargas 
Ingeniero Ejecución Mecánico.  Jefe de 
Medio Ambiente, ELECMETAL. 
Santiago, Región 
Metropolitana, Chile. 
Martes, 8 de agosto 
del 2017. 
Entrevista 
vía 
e-mail. 
Reserva de 
nombre A. 
Funcionario jefe de departamento 
ministerial durante el segundo gobierno 
de Michelle Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Miércoles, 9 de 
agosto del 2017. 
1:34:34 
Cristian Ibarra 
Ingeniero Civil, Jefe de Planes y 
Normas, División de Calidad del Aire, 
Ministerio de Medio Ambiente durante 
el segundo gobierno de Michelle 
Bachelet. 
Santiago, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Miércoles, 9 de 
agosto del 2017. 
1:34:34 
Reserva de 
nombre B. 
Docente y juez. 
Providencia, Región 
Metropolitana, 
Chile.  Jueves, 10 de 
agosto del 2017. 
43:31 
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2. Listado de correspondencia personal 
Entrevistado/ 
Entrevistada 
Afiliación o rol Fecha 
Estefanía 
González 
Coordinadora de Campañas de 
Greenpeace. 
Miércoles, 2 de agosto 
de 2017. 
Reserva de 
nombre A. 
Funcionario jefe de departamento 
ministerial durante el segundo 
gobierno de Michelle Bachelet. 
Sábado, 7 de abril del 
2018. 
 
 
